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DIRECTORES
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Licda. Bertalía Sánchez Salas	Directora Ejecutiva de la Secretaría 
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Máster Rosaura Brenes Solano	Profesora del ITCR, ausencia justificada 
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Se inicia la Sesión a las 8:05 a.m., con la presencia del MSc. Eugenio Trejos, quien preside, Sr. Luis González, Sr. Víctor Estrada, Máster Sonia Barboza, Lic. Johnny Masís, Lic. Isidro Álvarez, MAE. Roberto Gallardo e Ing. Carlos Badilla.
El señor Eugenio Trejos justifica la ausencia de los Ings. Dennis Mora y Diógenes Álvarez, quienes por motivos laborales están ausentes en esta Sesión.  Asimismo justifica la ausencia de la señora Rosaura Brenes, quien no se presentará a esta Sesión, por estar participando del Taller de Indicadores Académicos, organizado por CONARE.
ASUNTOS DE TRÁMITE
CAPÍTULO DE AGENDA
ARTÍCULO 1.	Aprobación de la agenda
Se somete a consideración de los miembros de Consejo, la siguiente agenda provisional:
Asistencia
1. Aprobación de Agenda
2. Aprobación de las Actas No. 2566  y 2567
3. Informe de Correspondencia (documento anexo)
4. Informes de Rectoría
5. Propuestas de Comisiones
6. Propuestas de miembros del Consejo Institucional 
ASUNTOS DE FONDO
7. Informe de Ejecución Presupuestaria al 30 de junio del 2008 (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración) Invitados: MAE. Bernal Martínez y MAE. Jorge Mena
8. Eficacia jurídica del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, legitimidad del uso de los recursos públicos en dicho convenio y establecimiento de responsabilidades derivadas de su ejecución (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
9. Autorización a la Administración para proceder a ejecutar el “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED” (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
10. Solicitudes de modificación a la normativa interna orientadas a mejorar el proceso de redacción, revisión, aprobación y ejecución de convenios suscritos por el Instituto (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
11. Costos de los Derechos de Graduación para los programas de doctorado (A cargo de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles)
12. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el “Proyecto de Ley de Transparencia y acceso a la información pública, Expediente Legislativo N º 16198” (A cargo de la Presidencia)
13. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el  “Proyecto de Ley sobre la Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada” Expediente Legislativo No- 16501.”  (A cargo de la Presidencia)
ASUNTOS DE FORO
14. Informe Preliminar sobre Conciliación solicitada respecto al Salario Escolar de los años 2003, 2004, 2005,  reportado por la CCSS (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración) Invitados: MBA. Bernal Martínez y Bach. Adolfo Marín)
ASUNTOS VARIOS
15. Varios
16. Definición puntos de agenda para la próxima sesión
NOTA:  Se retira de la Sesión, el señor Carlos Badilla, a las 8:09 a.m.
Se aprueba con 6 votos a favor, 0 en contra. 
Por lo tanto, la agenda queda de la siguiente manera:
Asistencia
1. Aprobación de Agenda
2. Aprobación de las Actas No. 2566  y 2567
3. Informe de Correspondencia (documento anexo)
4. Informes de Rectoría
5. Propuestas de Comisiones
6. Propuestas de miembros del Consejo Institucional 
ASUNTOS DE FONDO
7. Informe de Ejecución Presupuestaria al 30 de junio del 2008 (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración) Invitados: MAE. Bernal Martínez y MAE. Jorge Mena
8. Eficacia jurídica del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, legitimidad del uso de los recursos públicos en dicho convenio y establecimiento de responsabilidades derivadas de su ejecución (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
9. Autorización a la Administración para proceder a ejecutar el “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED” (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
10. Solicitudes de modificación a la normativa interna orientadas a mejorar el proceso de redacción, revisión, aprobación y ejecución de convenios suscritos por el Instituto (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
11. Costos de los Derechos de Graduación para los programas de doctorado (A cargo de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles)
12. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el “Proyecto de Ley de Transparencia y acceso a la información pública, Expediente Legislativo N º 16198” (A cargo de la Presidencia)
13. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el  “Proyecto de Ley sobre la Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada” Expediente Legislativo No- 16501.”  (A cargo de la Presidencia)
ASUNTOS DE FORO
14. Informe Preliminar sobre Conciliación solicitada respecto al Salario Escolar de los años 2003, 2004, 2005,  reportado por la CCSS (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración) Invitados: MBA. Bernal Martínez y Bach. Adolfo Marín)
ASUNTOS VARIOS
15. Varios
16. Definición puntos de agenda para la próxima sesión
NOTA:  Se reincorpora a la Sesión, el señor Carlos Badilla, a las 8:15 a.m.
CAPÍTULO DE ACTAS
ARTÍCULO 2.	Aprobación de las Actas Nos. 2566 y 2567
Acta No. 2566
Se somete a votación el Acta No. 2566 y se obtiene el siguiente resultado: 7 votos a favor, 1 en contra, y se incorporan las modificaciones externadas por los(as) miembros del Consejo Institucional.  
Acta No. 2567
Se somete a votación el Acta No. 2567 y se obtiene el siguiente resultado: 7 votos a favor, 1 en contra, y se incorporan las modificaciones externadas por los(as) miembros del Consejo Institucional.  
CAPÍTULO DE CORRESPONDENCIA
ARTÍCULO 3.	Informe de correspondencia
Se da a conocer la correspondencia recibida por la Secretaría del Consejo Institucional, la cual incluye:
Correspondencia remitida al Presidente del Consejo Institucional:
1. VIDA-479-2008  Memorando con fecha 9 de junio del 2008, suscrito por la Ingra. Giannina Ortiz Q., Vicerrectora de Docencia, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita autorización para utilizar la plaza No. CF-2309, correspondiente al Doctorado en Ciencias de la Computación, para ser utilizada en una plaza de profesor (50% de jornada), en el período del 21 de julio al 31 de diciembre del 2008.  (SCI-862-07-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración 
2. VIDA-644-2008  Memorando con fecha 28 de julio del 2008, suscrito por la Ingra. Giannina Ortiz Q., Vicerrectora de Docencia, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el acuerdo tomado por el Consejo de Docencia en Sesión Ordinaria No. 13-2008, celebrada el 30 de junio del 2008, Art. 4, en el que se aprueba un máximo de 40 cupos para la carrera nueva  de Ingeniería en Computadores.  (SCI-873-07-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles.
3. VIESA-542-2008  Memorando con fecha 21 de julio del 2008, suscrito por la Licda. Ligia Rivas R., Vicerrectora de la VIESA, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite propuesta para la modificación del Reglamento de Facilidades de Estudio para las personas funcionarias del ITCR.  (SCI-842-07-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles 
Correspondencia remitida al Consejo Institucional:
4. SCI-456-2008 Memorando con fecha 23 de julio del 22008, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Ligia Rivas R., Vicerrectora de la VIESA, con copia al Consejo Institucional, en el cual le remite solicitud expresa, según seguimiento de la ejecución de los acuerdos, en que se solicita realizar un estudio socio-económico de los estudiantes que pagan con y sin recargo cada semestre, utilizando un muestreo tomando un X porcentaje de X años, como referencia.  (SCI-858-07-2008)
Se toma nota en el Seguimiento de la Ejecución de los Acuerdos tomados por el C.I.
5. SCI-453-2008 Memorando con fecha 21 de julio del 22008, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al MA. Ulises Rodríguez Calderón G., Director CEDA, con copia al Consejo Institucional, en el cual solicita pronunciamiento sobre el proyecto de Ley Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada (SUGESP). Expediente Nº 16.501. (SCI-850-07-2008)
Se toma nota. 
6. CEDA-262-2008  Memorando con fecha 25 de julio del 2008, suscrito por el MA. Ulises Rodríguez Calderón G., Director CEDA, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite criterio sobre la Ley Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada (SUGESP). Expediente Nº 16.501.  (SCI-870-07-2008)
Se toma nota.  Se traslada al punto de agenda correspondiente.
7. SCI-454-2008 Memorando con fecha 21 de julio del 22008, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al MBA. Ronny Rodríguez B., Director de la Oficina de Planificación Institucional, con copia al Consejo Institucional, en el cual solicita pronunciamiento sobre el proyecto de Ley Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada (SUGESP),  Expediente Nº 16.501. (SCI-851-07-2008)
Se toma nota. 
8. BOLETA DE COMUNICADO con fecha 22 de julio del 2008, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite el oficio de la Asamblea Legislativa sobre la solicitud de criterio para el proyecto “Utilización del Software libre en las instituciones del Estado. Exp. 16.912” (SCI-857-07-2008)
Se toma nota.  Se traslada al Centro de Cómputo de San Carlos y Sede Central, para que emitan su criterio técnico.
9. BOLETA DE COMUNICADO con fecha 22 de julio del 2008, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite el oficio de la Asamblea Legislativa sobre la solicitud de criterio para el proyecto “Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Panamá. Exp. 16.906” (SCI-855-07-2008)
Se toma nota.  Se traslada al Lic. Edgar Guillén, funcionario del Departamento de Orientación y Psicología, a quien se le solicita la colaboración  criterio al respecto.
10. BOLETA DE COMUNICADO con fecha 22 de julio del 2008, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite el oficio de la Asamblea Legislativa sobre la solicitud de criterio para el proyecto “Ley Marco sobre el resguardo de la neutralidad tecnológica en el Gobierno Electrónico y los Derechos de los Usuarios. Exp. 17.046” (SCI-853-07-2008)
Se toma nota.  Se traslada para criterio a la Ingra. Nancy Hidalgo, funcionaria de la Escuela de Ingeniería Agrícola y al Centro de Información Tecnológica.
11. BOLETA DE COMUNICADO con fecha 22 de julio del 2008, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite el oficio de la Asamblea Legislativa sobre la solicitud de criterio para el proyecto “Convenio de Cooperación Cultural y Educativa entre la República de Costa Rica y la República de Panamá. Exp. 16.907” (SCI-856-07-2008)
Se toma nota.  Se traslada para criterio a la Oficina de Cooperación y a la Escuela de Cultura y Deporte
12. BOLETA DE COMUNICADO con fecha 22 de julio del 2008, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite el oficio de la Asamblea Legislativa sobre la solicitud de criterio para el proyecto “Ley para el impulso a la ciencia y la tecnología y la innovación. Exp. 16.818” (SCI-854-07-2008)
Se toma nota.   Se traslada al Centro de Información Tecnológica para que emita el respectivo criterio.
13. BOLETA DE COMUNICADO con fecha 22 de julio del 2008, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite el oficio de la Asamblea Legislativa sobre la solicitud de criterio para el proyecto “Ley Reguladora de la Producción de Energía Geotérmica en los Parques Nacionales. Exp. 16.137” (SCI-857-07-2008)
Se toma nota.  Se toma nota.  Se traslada al MSc. Carlos Roldán, de la  Escuela de Química.
14. BOLETA DE COMUNICADO con fecha 22 de julio del 2008, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite el oficio de la Asamblea Legislativa sobre la solicitud de criterio para el proyecto “Interpretación auténtica del Art. 1 de la Ley de Creación del Parque Nacional Marino las Baulas de Guanacaste. Exp. 7.524” (SCI-864-07-2008)
Se toma nota.  Se toma nota.  Se traslada al Ing. Jaime Brenes M. MAP, Director de la Escuela de Biología y a la Escuela de Ciencias y Letras de la Sede Regional San Carlos. 
15. INVITACIÓN del Ministerio de Ciencia y Tecnología y el Consejo Nacional para Investigaciones Científicas y Tecnológicas, dirigido a los miembros del Consejo Institucional, en el cual cursa invitación al Acto de entrega del Premio a la Empresa Editorial en Ciencia y Tecnología, por celebrarse el próximo viernes 1 de agosto del 2008, a partir de las 5:00 p.m., en la Sede del MICIT, (50 metros este del Museo Nacional). (SCI-869-07-2008).
Se toma nota. Se comunica a todas las personas integrantes del Consejo Institucional, vía correo electrónico.
16. SCU-A-1015-2008  Carta con fecha 16 de julio del 2008, suscrita por el Dr. Albino Chacón Gutiérrez, Coordinador de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, de la Universidad Nacional, dirigido al MAE. Marvin Sanchez, Director del Departamento de Registro y a la M.Sc. Dinia Fonseca, Directora del Programa de Gestión Financiera de la Universidad Nacional, con copia al Consejo Institucional, en el cual remiten el acuerdo tomado por el Consejo Universitario (Ref. CU-2008-290, del 4 de junio del 2008), referente a la aprobación de la reciprocidad de la exoneración en el pago de reconocimiento y equiparación para estudiantes de las universidades estatales que ingresen a la UNED, que rige para los estudiantes de la UNA y se trasladen a la UNED y viceversa. (SCI-860-07-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
17. SCI-464-2008  Memorando con fecha 25 de julio del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al MBA. Ronny Rodríguez B., Director de la Oficina de Planificación Institucional, en el cual adjunta el formato sobre el seguimiento de acciones de mejora contenidas en el Plan de Mejoramiento 2008, del Consejo Institucional.  (SCI-872-07-2008)
Se toma nota. Se traslada copia a la Presidencia del Consejo Institucional y a los Coordinadores de Comisiones Permanentes.
Correspondencia remitida a las Comisiones y a personas integrantes del Consejo Institucional:
18. SCI-455-2008  Memorando con fecha 22 de julio del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al MBA. Oscar Solano P., Vicerrector de Administración interino, con copia a la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite solicitud de presupuesto adicional para la compra de equipo del Consejo Institucional, al  Presupuesto Ordinario 2009.  (SCI-847-07-2008)
Se toma nota. Se traslada copia a la Comisión de Planificación Administración
19. CSO-30-2008 Memorando con fecha 22 de julio del 2008, suscrito por el Sr. Dagoberto Solano S., Presidente de la Comisión de Salud Ocupacional, dirigido al Arq. Rodrigo Trejos, funcionario de la Oficina de Ingeniería, con copia a la Comisión de Calidad de Vida Institucional, en el cual da el visto bueno a la instalación de un ascensor en la Biblioteca, solicita además, las especificaciones técnicas del fabricante en materia de seguridad.   (SCI-864-07-2008)
Se toma nota. 
20. DFC-1471-2008  Memorando con fecha 22 de julio del 2008, suscrito por el MBA. Bernal Martínez G., Vicerrector de Administración y MBA. Jorge Mena Calderón, Director del Departamento de Financiero Contable, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual presentan el Informe Interno de Presupuesto Ordinario 2009. (SCI-863-07-2008)
Se toma nota. 
ADDENDUM DE CORRESPONDENCIA
21. Carta sin referencia con fecha 29 de julio del 2008, suscrita por la Dra. Floria Roa G., Escuela de Química,  MSc. Marcela Guzmán O., VIE y la Ing. Sonia Vargas C., Escuela de Ingeniería en Construcción, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector y Presidente del Consejo Institucional, en el cual presentan una  propuesta para que el Consejo Institucional acuerde “Realizar los estudios necesarios para establecer la modalidad del teletrabajo como una opción laboral en el TEC, a fin de contribuir a preservar el ambiente, optimizar el uso de los recursos, ahorrar combustibles, incrementar la productividad, mejorar la calidad de vida de los funcionarios, ofrecer opciones laborales a la altura de los tiempos y ser congruente con el tipo de institución de vanguardia tecnológica que somos”.  Para ser considerada en el Pleno. (SCI-878-07-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Presidencia para futuro punto de agenda. 
22. AUDI-190-2008 Memorando con fecha 30 de julio del 2008, suscrito por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el “Informe AUDI-AS-011-2008 “Observaciones al Informe de Ejecución Presupuestaria al 30 de junio del 2008”. (SCI-881-07-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente 
23. SCI-466-2008  Memorando con fecha 29 de julio del 2008, suscrito por la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite pronunciamiento sobre el Proyecto de “Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública” Exp. 16.198.  (SCI-882-07-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente 
24. OPI-208-2008  Memorando recibido el  30 de julio del 2008, suscrito por el  M.A.E. Ronny Mauricio Rodríguez Barquero, Director de la Oficina de Planificación Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual da respuesta al oficio SCI-454-2008, sobre la solicitud de pronunciamiento respecto al expediente legislativo Nº 16 501, relacionado con la Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada (SUGESP).  (SCI-883-07-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente 
La señora Sonia Barboza consulta si se puso en la correspondencia digital el oficio del CEDA-262-2008, sobre la consulta del Proyecto de Ley de la SUGESP.
El señor Eugenio Trejos responde que sí e informa que también se le trasladó al señor Ronny Rodríguez, Director de la OPI, para que emitiera criterio, además se le solicitó que integrara la propuesta de pronunciamiento de la Asesoría Legal del Consejo, del CEDA  y el de la Oficina que dirige. 
La señora Sonia Barboza consulta  sobre  la propuesta  del  teletrabajo y pregunta cómo se tratará el tema.
El señor Eugenio Trejos explica que la idea es conformar una comisión especial que analice este tema que es sin duda novedoso y una necesidad urgente en el nuevo contexto del desarrollo de tecnologías de información y comunicación y la crisis energética.  Agrega que en ese sentido la señora Rosaura Brenes le solicitó que si se formaba esa comisión especial que la incluyeran a ella.  Consulta si alguna otra persona tiene interés de participar en esa comisión; comenta que tienen la idea de solicitarle al señor Mario Chacón, ya que el tiene el tema del TEC digital, también al Director del Centro de Información Tecnológica y una de las proponentes, además de las personas miembros de este Consejo que así lo deseen, contando con la asesoría legal para formular la propuesta. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2568.
CAPÍTULO ASUNTOS DE RECTORÍA
ARTÍCULO 4.	Informe Asuntos de Rectoría 
El señor Eugenio Trejos B., Rector y Presidente del Consejo Institucional, informa sobre las actividades realizadas durante la semana del 24 al 30 de julio, detalladas de la siguiente manera:
1. DESESTIMACIÓN DEL CASO DEL EDIFICIO ANEXO DE BARRIO AMÓN
El jueves 24 de julio se recibió nota suscrita por la Licda. Adriana Sobrado Barquero, Fiscal Coordinador y Fiscal Auxiliar de la Unidad Especializada de Estafas del Primer Circuito Judicial de San José. En la misma se solicita al Juez Penal de la Etapa Preparatoria desestimar el caso debido a que “de conformidad con la denuncia planteada y la documentación que la acompaña, no existen posibilidades reales de llegar a demostrar la existencia de un delito y atribuir esa responsabilidad a una persona en específico.” Y más adelante afirma: “…resulta claro que persiste una duda e insuficiencia probatoria como para llegar a afirmar y a demostrar el dolo… no es probable llegar a demostrar una intención y voluntad delictiva en una eventual etapa de juicio…” Tal desestimación prácticamente implica el archivo del expediente.
2. NUEVA CARRERA INGENIERÍA EN COMPUTADORAS
El viernes 25 de julio se reunió con la Ing. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia, el Ing. Roberto Pereira, Director de la Escuela de Ing. Electrónica, el Dr. Pablo Alvarado, Profesor de esa Escuela y el Dr. Jaime Solano, Director de la Escuela de Computación, con el propósito de analizar el proceso de trámite de la nueva Carrera Ingeniería en Computadoras, que está previsto ofertar a partir del primer semestre del 2009. Con esta carrera se pretende potenciar aún más el talento costarricense en operaciones de mayor valor agregado que hagan más atractivo el acantonamiento en el país de empresas multinacionales como Intel, Hewlett Packart, Ridge Run, Avionyx, Xeltron, entre otras.
 3. INFORME DE AVANCE DEL SISTEMA DE GESTIÓN AMBIENTAL
El viernes 25 de julio se reunió con el Ing. Carlos Roldán y la Licda. Teresa Salazar, con el propósito de analizar el Informe de Avance del Sistema de Gestión Ambiental (SIGA). Dado que se está evaluando la posibilidad de trasladar la función de Seguridad Ocupacional al Departamento de Trabajo Social y Salud, convenimos en replantear la propuesta de creación de la Oficina en Seguridad Laboral y Protección del Ambiente, y separar las funciones de seguridad y de ambiente. Ello con el propósito de elaborar una propuesta de creación de un Programa en Gestión Ambiental adscrito a la Rectoría, cuyo objetivo fundamental sería implementar el SIGA. Este programa, una vez aprobado por el Consejo Institucional, estaría a cargo de una persona, a tiempo parcial, especialista en el campo ambiental. 
Por otro lado, en el mes de septiembre del presente año, está prevista una capacitación sobre la norma ISO-14000 e inducción al Sistema de Gestión Ambiental del ITCR a la administración superior de la institución
4. REUNIÓN CON REPRESENTANTES DE LA ASOCIACIÓN DE DESARROLLO DE BATÁN Y DE SITRAJAP
El sábado 26 de julio se reunió con el Sr. Ramiro Zamora, Presidente de la Asociación de Desarrollo de Batán, y el Sr. Edly Hall Reid, miembro de esa Asociación, con el propósito de analizar la posibilidad de que el ITCR colabore con esa Asociación en la elaboración de un Plan de Desarrollo de esa Región, que le permita determinar actividades productivas alternativas al monocultivo de banano y generar empleos de calidad y superar los problemas de desempleo y pobreza que afligen la región.  
Asimismo, se reunió con el Ronaldo Blerd, Secretario General del Sindicato de Trabajadores de la Junta Administrativa Portuaria de la Vertiente Atlántica (SITRAJAP), y el Sr. José Luis Castillo, miembro de ese sindicato, con el propósito de analizar la posibilidad de que el ITCR colabore con ese gremio en los procesos de capacitación que le permita enfrentar los procesos de modernización que se están planteando en el Puerto de Moín. La reunión se efectuó en las instalaciones de ese sindicato en Limón.
5. SESION N° 24-08 DEL CONSEJO NACIONAL DE RECTORES
El martes 29 de julio participó en la Sesión N° 24-08 del Consejo Nacional de Rectores (CONARE), en la que se trataron básicamente los siguientes temas:
5.1. Universidad Técnica Nacional 
Se recibió al Dr. Leonardo Garnier, Ministro de Educación Pública (MEP), con el propósito de dialogar acerca de la instauración de la Comisión que elaborará, conforme con lo estipulado en la Ley de Creación de la Universidad Técnica Nacional (UTN), el Estatuto Orgánico de esa nueva Universidad y que, además, tendrá la responsabilidad de ponerla en marcha.
Se hizo especial énfasis en la necesidad de dotar a la UTN del financiamiento necesario para garantizar una conversión paulatina y verdaderamente de calidad de los colegios universitarios en universidad
5.2. Propuesta de Reforma a la Ley Constitutiva del CATIE
Se recibió la visita del Dr. José Joaquín Campos, Director General del CATIE, el Dr. Ronnie de Camino, Sub Director General y el Dr. Glenn Galloway, Director de la División de Educación de ese Instituto, quienes plantearon la modificación al artículo 1 de la Ley Constitutiva del CATIE, dados los problemas que algunos graduados han tenido para convalidad sus títulos debido a la ambigüedad en su ley de constitución. Durante años los títulos del CATIE  fueron firmados por la Universidad d Costa Rica, luego por la Universidad de Panamá y la Universidad Nacional de Costa Rica. Además, el hecho de no poder expedir sus títulos es un obstáculo para el CATIE para entrar en un proceso de acreditación.
La reforma propuesta plantea que “Como tal el CATIE está habilitado para ofrecer grados académicos y títulos en sus áreas de competencia, los cuales facultarán para el ejercicio de su profesión respectiva”.
El CATIE, cuya Sede Central se encuentra ubicada en Turrialba, Cartago, es la primera Escuela de Postgrado en Agricultura y Recursos Naturales en América latina: desde 1946 imparte los programas de nivel de maestría, y a partir de 1996 imparte el grado de Doctorado.
5.3. Homologación del Sistema Salarial de las Universidades Estatales 
Se recibió la visita de los señores Vicerrectores de Administración y de las Directoras de Recursos Humanos de las cuatro universidades estatales, quienes expusieron los Escenarios de Viabilidad de establecer una homologación del Sistema Salarial de estas Instituciones, realizado por el Centro de Investigación y Capacitación en Administración Pública (CICAP) de la Universidad de Costa Rica.
Los tres escenarios planteados resultan poco viables, por lo que se plantea la necesidad de avanzar, antes de establecer una estructura homogénea salarial, un sistema de reclutamiento y selección de personal, de clasificación y valoración de puestos por competencias; de evaluación del desempeño, entre otros.  
5.4. Financiamiento y presupuesto
El Presidente del CONARE informó que el Gobierno enviará a la Asamblea Legislativa, en el transcurso del mes de agosto del presente año, un Segundo Presupuesto Extraordinario de la República, en el que incorporarán los montos correspondientes a los reajustes del Fondo Especial de la Educación Superior (FEES) del 2006 y del 2007, a partir de las nuevas estimaciones del Producto Interno Bruto (PIB) proporcionadas por el Banco Central de Costa Rica en sus publicaciones de los “Programas Macroeconómicos 2006-2007, 2007-2008 y 2008-2009”. El monto que se incorpora en ese presupuesto extraordinario supera los ¢9 mil millones. Al día de hoy, el monto total adeudado, por concepto de los reajustes del FEES, asciende a ¢14 124,21 millones. El monto restante para saldar la totalidad de la deuda lo incorporarán en el Presupuesto Ordinario de la República 2009.
5.5. Correspondencia
a. SCU-A-1015 acuerdos de los Consejos Universitarios de la UNA y de la UNED con la aprobación de la reciprocidad de exoneración en el pago de reconocimiento y equiparación para estudiantes de las universidades estatales que ingresen a la UNED, que rige para los estudiantes de la UNA que se trasladen a la UNED y viceversa.
b. Correo electrónico de CONAGECU respaldando encuentro de rectores de universidades públicas y privadas.
c. DPAL-154 respuesta a CNR-227-08 asunto de la audiencia a la Defensora de los Habitantes.
d. Primer Congreso de Gestión Curricular. 
e. AI-125 informe de la Auditoría Interna sobre la contratación de la empresa SERMULES S.A.
f. Documento del señor Guillermo Molina, semana 66, año 2.
g. Nota del Consejo Consultivo Nacional de Responsabilidad Social (CCNSR) invitando al CONARE a establecer redes de trabajo conjunto.
h. CENIBiot-150 agradecimiento de la ejecución del presupuesto acordado para este semestre otorgado al Proyecto.
5.6. Representaciones y Comisiones 
a. Se recibe en Oficio R-0502 del ITCR sobre la designación del Ing. Elías Rosales Escalante como representante ante la Red RANAS.
b. Correo electrónico de la Comisión Académica CONARE-MEP mediante el cual comunican los acuerdos sobre los requerimientos básicos para la capacitación de los profesores.
c. SINAES-240 solicitud de ¢140 millones para desarrollar nuevos proyectos.
d. OPES-303-D solicitud de permiso de la Lic. Karen Montiel López de la División de Coordinación.
5.7. Planes y Programas de Estudios:
a. Copias de notas enviadas a la Directora Ejecutiva del CONESUP:                   
· OPES-289-A propuesta de la Universidad Católica de Costa Rica Anselmo Llorente y la Lafuente para ofrecer la Maestría en Administración de Empresas con énfasis en Finanzas.
· OPES-290-A propuesta de la Universidad Católica de Costa Rica Anselmo Llorente y Lafuente para ofrecer la Maestría en Administración de Empresas con énfasis en Gerencia de Operaciones.
· OPES-291-A propuesta de la Universidad Católica de Costa Rica Anselmo Llorente y Lafuente para ofrecer la Maestría en Administración de Empresas con énfasis en Comercio Exterior.
· OPES-294-A propuesta de la Universidad Metropolitana Castro Carazo para ofrecer el tramo de Licenciatura en Administración de Empresas con énfasis en Comercialización y Comunicación en Puntos de Venta.
· OPES-295-A propuesta de la Universidad Americana para ofrecer el tramo de Licenciatura en Administración de Negocios con énfasis en Recursos Humanos.
· OPES-296-A propuesta de la Universidad Veritas para modificar el plan de estudios del Bachillerato y la Licenciatura en Diseño Publicitario.
· OPES-297-A propuesta de la Universidad Hispanoamericana para modificar el plan de estudios de la Maestría en Administración de Negocios con énfasis en Finanzas, modalidad profesional.
6. SEDE INTERUNIVERSITARIA EN ALAJUELA
El miércoles 30 de julio se reunió con la Licda. Sadie Bravo de Maroto, la Licda. Flora Jara, la Licda. Sonia Herrera y el Lic. Carlos Méndez, miembros de la Comisión Ciudadana de Apoyo a la Sede Interuniversitaria en Alajuela, con el propósito de analizar la posibilidad que el ITCR continúe ofreciendo programas de grado en el campo de las ingenierías en esa Sede. 
Se planteó la importancia de que el ITCR pueda tener una mayor presencia y consolidarse en Alajuela, máxime aún considerando el enorme desarrollo que está teniendo el sector empresarial de alta tecnología acantonado en el parque industrial y la zona franca de esa localidad.
7. NUEVO HOSPITAL DE CARTAGO
El miércoles 30 de julio se reunió, junto con las personas que integran la Junta Directiva del Comité Pro Construcción del Nuevo Hospital de Cartago, con el Pbro. José Francisco Ulloa, Obispo de Cartago, con el propósito exponerle las razones de la conveniencia de construir un nuevo hospital en Cartago y no de una torre médica en la Plaza de Asís, y de solicitarle que medie entre la Municipalidad de Cartago, los Diputados de la Provincia de Cartago, las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) y dicho Comité para que se pueda dialogar sobre este tema y establecer una estrategia conjunta que permita a Cartago, en un plazo prudencial, contar con un nuevo hospital.
La señora Sonia Barboza consulta respecto a la resolución del OIJ, sobre la denuncia  por el sobreprecio del edificio de Barrio Amón, qué dicen los abogados de esta resolución y qué piensa sobre una investigación.
El señor Eugenio Trejos responde que él no ha hablado con el señor Carlos Segnini sobre este tema, nada más le pasaron la comunicación, lo único que le comentó es que era difícil avanzar con un caso de este tipo.  Señala que verá si es viable la investigación y qué otra medida se puede tomar.
El señor Isidro Álvarez recuerda que se había hecho una denuncia muy copiosa, por parte del licenciado Ronald Powen, consulta si la Fiscal solicitó información adicional o si se quedó con la información que se le entregó. 
El señor Eugenio Trejos responde que no tiene esa información y que lo averiguará.
La señora Sonia Barboza comenta respecto al presupuesto extraordinario de la República para saldar la deuda que tiene con las universidades, que también el PIB viene para abajo lo que hace que la capacidad real de compra de  la Institución no aumente.
El señor Eugenio Trejos agrega que impactará las edificaciones, este año es un 23%, es decir más de lo proyectado.
La señora Sonia Barboza consulta sobre la Sede Interuniversitaria de Alajuela, si entonces siembre se está en la línea de que sean las universidades conjuntas y no solo esta Institución.
El señor Eugenio Trejos explica que informó que en la Institución se estaba analizando la posibilidad de abrir el campus como autonomía, ellos desean que sean en el marco de la Sede Interuniversitaria y que se reforzara ese modelo que es muy novedoso, pero si el Instituto Tecnológico lo quiere hacer solo, ellos también lo ven con muy buenos ojos como comunidad, porque lo que les interesa es tener al Instituto Tecnológico en Alajuela.
La señora Sonia Barboza externa que por esa razón se debe agotar la decisión interna de que es lo que se prefiere y que sea una consulta a este Consejo o un poco más amplia.
El señor Eugenio Trejos informa que solo se habló del lote y por ahora lo que se está ofertando en la Sede Interuniversitaria, son programas de diplomado y programas de postgrado.
La señora Sonia Barboza sugiere hacer una reunión conjunta entre el Consejo de Rectoría y el Consejo Institucional y ver que es lo preferible y que hablar solo del lote sin tomar una decisión interna de qué es lo mejor para la Institución puede luego complicar el panorama. 
El señor Eugenio Trejos le pedirá al señor Ronny Rodríguez que le elabore una propuesta.
El señor Roberto Gallardo apoya la idea de la señora Sonia Barboza cree que es pertinente y se debe recordar momentos como: 1) Se decide abrir una sede del Instituto Tecnológico, 2) Se decide abrir  una interuniversitaria que careció y piensa que eso ha pasado de una planificación dentro del concepto interuniversitario y eso en síntesis fue lo que planteó la Comisión Especial de este Consejo que ya desapareció, 3) El otro momento es que la Comisión plantea tres posibles escenarios: retiro total del TEC, el otro retiro temporal 2009 y el otro era olvidarse del interuniversitario y arrancar una sede aparte. Considera que se debe generar expectativas a la comunidad de interuniversitario o de TEC solo, sin toma de decisiones internamente ponen al Rector en una posición muy difícil al igual que a la Institución.  Sugiere también analizar la posibilidad de ir con un cuarto escenario de ir con algunos programas interuniversitarios pero con una sede aparte en otros tipos de programas. Concluye que habría que ver qué tipo de organización plantea CONARE para el 2009 para potenciar la Sede Interuniversitaria, pero desde un punto de vista de planeamiento.
El señor Eugenio Trejos está de acuerdo en destacar a una persona que se involucre en el tema y les ayude a emprender iniciativas en ese sentido.  Agrega que se les informó en el Consejo Nacional de Rectores que ya estaba el perfil del stop del proyecto interuniversitaria en Alajuela.  Comunica que programará  con la licenciada Bertalía Sánchez, la reunión conjunta con ambos Consejos, para el viernes 7 de agosto por la tarde.
El señor Johnny Masís adelanta criterio y dice que es mejor que el Instituto Tecnológico tenga sede propia en Alajuela, porque cree que es urgente y no quiere que este tema quede en nada. Comenta que el señor Roberto Gallardo ya trabajó en el análisis el proyecto de Alajuela y propone que sea él quien coordine con la señora Bertalía Sánchez la reunión.
El señor Eugenio Trejos solicita al señor Roberto Gallardo ayuda para que trabaje con el señor Ronny Rodríguez en la parte metodológica.
En otro orden de ideas, la señora Sonia Barboza aprovecha para comentar  que la Oficina de Prensa (Vuelta en U) pasó información hablando de una sede del Tecnológico en San Pedro.  Externa su preocupación por la confusión que se tiene y le queda la duda de quién está pagando ese edificio. Solicita que la Oficina de Prensa maneje eso con más cuidado y no se preste para esas interpretaciones porque eso pone en duda a quién paga,  solicita que la Oficina de Prensa aclare los medios y a  la comunidad por medio de un comunicado de Prensa.
El señor Isidro Álvarez comenta que en la Auditoría se comentó esto también porque la noticia fue llamativa, aún más en el  correo se adjunta una foto, pero lo más grave es decir que la Institución abrió sede en San Pedro.  Considera que la Oficina de Prensa debe cuidar un poco la imagen porque ésta no es una sede y no se debe manosear tanto el término “Sede”.  Resalta que lo preocupante es el rótulo que está entre las dos vías  y que dice Instituto Tecnológico de Costa Rica.
El señor Eugenio Trejos pedirá a la Oficina de Prensa que haga la aclaración de esos conceptos y por otro lado ver qué medidas adoptará para programas conjuntos con Fundatec.
La señora Sonia Barboza refiriéndose al Hospital de Cartago, consulta cuál es el papel de la Institución.
El señor Eugenio Trejos explica que los vecinos del Hospital quieren concertar una cita con Monseñor Ulloa para presentarle el proyecto, al parecer en la Municipalidad de Cartago se tomó una decisión política de ceder la Plaza Asís a la Caja Costarricense del Seguro Social para construir la Torre Médica, y fue una decisión que no fue consultada con los vecinos de la localidad y que más bien les quiten su plaza para construir esa torre, ellos lo ven como un paliativo pero no como la solución verdadera que enfrenta  esta Provincia. Además, se esgrime que  otras provincias tienen hospitales modernos y Cartago no.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2568. 
CAPÍTULO PROPUESTAS DE COMISIONES
ARTÍCULO 5.	Propuestas de Comisiones del Consejo Institucional
No se presentaron propuestas por parte de las Comisiones del Consejo Institucional.
CAPÍTULO DE PROPUESTAS
ARTÍCULO 6.	Propuestas de miembros del Consejo Institucional
El señor Luis Fernando González presenta la propuesta denominada:  “Declaración del Campeonato Panamericano de Press de Banca 2008 de interés institucional”, elaborada por la Representación Estudiantil, la cual dice:
CONSIDERANDO QUE:
1. Tras un arduo trabajo, se logró la aprobación y el ITCR será sede de uno de los campeonatos más importantes del continente. 
2. El ITCR se convertirá en la primera universidad costarricense en organizar y albergar una competición de ésta índole.
3. El campeonato es un evento de clase A, reconocido por la Federación Internacional Powerlifting (IPF), la Federación Norteamericana Powerlifting, la Federación Sudamericana de Powerlifting y la Asociación Costarricense de Levantamiento de Potencia, máximos órganos deportivos encargados de este deporte.
4. Se cuenta con el apoyo de la Vicerrectoría de Vida Estudiantil y Servicios Académicos, la Escuela de Cultura y Deporte, la Federación de Estudiantes y de otros entes institucionales involucrados. 
5. El ITCR, aparte de ser sede, contará con la participación de estudiantes y funcionarios miembros de la Selección Nacional de Levantamiento de Potencia.
6. Es una oportunidad única, de carácter internacional.
SE PROPONE:
a. Declarar de carácter institucional el “Campeonato Panamericano de Press de Banca 2008”, que se realizará del 24 al 28 de setiembre del 2008, en las instalaciones del Instituto Tecnológico de Costa Rica.
La señora Sonia Barboza recuerda la propuesta de protocolo que se solicitó en la sesión anterior.
La señora Bertalía Sánchez comunica que el acuerdo se tramitó la semana pasada.
El señor Eugenio Trejos informa que en el  Consejo de Rectoría  de la próxima semana se verá este tema.
RECESO:  De 9:10 a.m. a 9:50 a.m.
NOTA:  Se presenta a la Sesión, la señora Rocío Poveda, durante el receso.
CAPITULO ASUNTOS DE FONDO
ARTÍCULO 7. 	Informe de Ejecución Presupuestaria al 30 de junio del 2008
NOTA: Se presentan a la Sesión, en calidad de invitados, el MBA. Bernal Martínez, Vicerrector Administración, el MAE. Jorge Mena, Director del Departamento Financiero Contable, y la Bach. Sonia Astua, Coordinadora de la Unidad de Presupuesto y Análisis Financiero del Departamento Financiero Contable, a las 9:50 a.m.
El señor Eugenio Trejos da la bienvenida a los invitados.
La señora Sonia Barboza presenta la propuesta denominada: “Informe de Ejecución Presupuestaria al 30 de junio del 2008”, elaborada por la Comisión de Planificación y Administración, adjunta a la carpeta de esta acta. Comenta que se vuelve a presentar el desfase de la entrega junto a con la Evaluación semestral y presenta a su vez algunas  observaciones que se presentan en el informe.  Agrega que en el análisis presentado, lo más importante es referirse a los egresos en la partida de remuneraciones.
La señora Sonia Astúa hace la presentación indica que el objetivo de la presentación es ampliar un poco más sobre los resultados de ingresos y egresos que presenta este informe de ejecución, con el propósito de dar a conocer los resultados institucionales para así tener criterio para la toma de decisiones, en los siguientes términos:
Resultados de la Ejecución al 30 de junio del 2008 Instituto Tecnológico de Costa Rica
OBJETIVO
Mostrar el comportamiento de los ingresos y egresos desde un punto de vista estratégico, que permita conocer los elementos de carácter Institucional que incidieron en los resultados económicos de la Universidad en el I Semestre del año 2008.
CONSIDERACIONES IMPORTANTES
· Las cifras muestra resultados de medio período, para una adecuada interpretación debe observarse la naturaleza de las partidas de ingresos y egresos, su ejecución depende de la misma y no necesariamente podrá proyectarse en forma lineal a lo largo del período.
· El presupuesto del ITCR se segrega mediante unidades de ejecución. Cada actividad tiene un responsable.  Por lo tanto, los resultados económicos, resumen el efecto conjunto de los resultados de cada unidad de responsabilidad, consolidados por programa.
· Se manejan fondos que responden a las actividades sustantivas de la Institución. Ingresos a nivel institucional vrs control ejecución egresos.
· Se cuenta con unidades ejecutoras, o unidad responsables que  desarrollan actividades con fondos restringidos. Ingresos contra Egresos.
INGRESOS
	DESCRIPCIÓN
	MONTO
(EN MILES)

	Presupuesto Institucional:
	22,355,072.62

	Ingresos Reales
	14,941,642.93

	Superávit 2007
	3,749,750.90

	Ingresos Reales sin Superávit:
	11,191,892.03

	% de Ejecución:
	 

	% de ejecución con Superávit 2007:
	67%

	% de ejecución sin Superávit 2007:
	50%


VARIACIONES EN EL P.O.
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EGRESOS
	DESCRIPCIÓN
	MONTO
(EN MILES)

	Egresos presupuestados
	22,355,072.62

	Egresos efectivos
	8,849,489.02

	Compromisos  de presupuesto
	1,747,007.84

	Egresos reales más compromisos
	10,596,496.86

	% de Ejecución:
	 

	% de ejecución de egresos efectivos:
	39.59%

	% de ejecución egresos más compromisos:
	47.40%


PARTICIPACIÓN DE FONDOS RESTRINGIDOS EN LA EJECUCIÓN DEL PRESUPUESTO DE OPERACIÓN
	RECURSOS DE OPERACIÓN
	MONTO EJECUTADO
	PORCENTAJE

	Participación Fondos Restringidos:
	 
	 

	    Fondo Desarrollo Institucional
	23,899.00
	1.44%

	    Fondo Desarrollo Unidades 
	2,440.62
	0.15%

	    Fondo Solidario Desarr. Estud.
	138,382.73
	8.33%

	    CONICIT
	33.97
	0.00%

	    Proyectos Autosuficientes
	309,465.83
	18.63%

	    Fondos Corrientes
	1,186,708.93
	71.45%

	TOTAL EJECUCIÓN RECURSOS DE OPERACIÓN
	1,660,931.08
	100.00%


EJECUCIÓN DE EGRESOS POR PROGRAMA AL 30 DE JUNIO DEL 2008
	PROGRAMA
	TOTAL
	TOTAL DE EGRESOS
A JUNIO 2008
	PORCENTAJE

	
	PRESUPUESTO
	
	


	ADMINISTRACIÓN
	6,140,504.5
	3,266,509.6
	30.8%

	DOCENCIA
	8,721,089.0
	4,072,708.6
	38.4%

	VIESA
	2,422,332.5
	1,204,008.2
	49.7%

	VIE
	2,337,283.4
	759,686.6
	32.5%

	SEDE SAN CARLOS
	2,733,863.2
	1,293,583.9
	47.3%

	TOTAL
	22,355,072.6
	10,596,496.9
	47.4%

	FUENTE: Ejecución Presupuestaria al 30 de junio del 2008
	 


EJECUCIÓN DE EGRESOS POR PROGRAMA
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PARTIDAS DE REMUNERACIONES COMPORTAMIENTO AL 30/06/2008
	PROGRAMA
	TOTAL PRESUPUESTO
	EGRESOS Y
COMPROMISOS
	DISPONIBLE
	% EJECUCIÓN

	Administración
	3,391,363.57
	1,803,495.89
	1,587,867.68
	53.18%

	Docencia
	7,199,402.86
	3,570,709.87
	3,628,692.99
	49.60%

	VIESA
	1,363,235.87
	678,079.82
	685,156.05
	49.74%

	VIE
	1,173,574.91
	547,944.90
	625,630.01
	46.69%

	SEDE SAN CARLOS
	1,739,889.96
	832,883.02
	907,006.94
	47.87%

	TOTAL CONSOLIDADO
	14,867,467.17
	7,433,113.50
	7,434,353.67
	50.00%

	FUENTE: Ejecución Presupuestaria al  30 de junio del 2008


INDICADORES
· ADMINISTRACIÓN FINANCIERA:
INGRESOS:
Grado de ejecución de los ingresos en relación con el total de ingresos.
Resultado aceptable ya que implica que la eficacia en la ejecución de los ingresos es superior o igual a lo esperado a la fecha.
% de ejecución con Superávit 2007:  67%
% de ejecución sin Superávit 2007:  50%
· ADMINISTRACIÓN FINANCIERA
EGRESOS:
Grado de ejecución de los egresos en relación con el total de egresos.
Se considera aceptable tomando en cuenta que la ejecución de compromisos permite un acercamiento al 50%, porcentaje  esperado a la fecha.
% de ejecución Egresos Efectivos:  39.59%
% de ejecución Egresos más Compromisos:  47.40%
· PORCENTAJE DE MASA SALARIAL SOBRE FEES INSTITUCIONAL
    El 88%  de la masa salarial es cubierta con recursos del  FEES, transferidos a la fecha, el rango aceptable es del 98%, por tanto, el resultado es aceptable. 
· PORCENTAJE DE INVERSIÓN DE LA UNIVERSIDAD
        Ingresos total:                                                              14,941,642.9
        Egresos dedicados a  la adquisición de 
          Bienes Duraderos:                                                       1,099,774.4
        % dedicado a la inversión del total de los
          ingresos del período:                                                            7.36%
     	Se considera un porcentaje bajo, el cual se justifica fundamentalmente porque los recursos de inversión se están incorporando en el Presupuesto Extraordinario 1-2008.
· PORCENTAJE DE GENERACIÓN DE FONDOS RESTRINGIDOS
Muestra el porcentaje de ingresos que corresponden a recursos procedentes de fondos restringidos.
     Ingresos total:                                                              14,941,642.9
     Ingresos Fondos Restringidos:                                       629,301.7 
     % de generación de ingresos procedente
      de fondos restringidos:                                                         4.21%
El resultado muestra  que  los recursos procedentes de fondos restringidos, equivalen al 4,21% del total de los ingresos institucionales, este dato se verá modificado en el II Semestre de acuerdo con los resultados de las actividades estacionales.
· DEPENDENCIA FINANCIERA
Ingresos Efectivos:                           11,191,892.0
Ingresos FEES:                                  8,425,514.9
Ingresos por transferencias/Ingresos totales * 100 =            
75.28%
     Resultado que muestra la dependencia de un 75% de las finanzas institucionales de las transferencias del gobierno. Caso que no considera fondo sistémico.
· AUTONOMÍA FINANCIERA
     Representa la relación porcentual entre los ingresos propios (sin transferencias) y los ingresos totales.
     Ingresos Efectivos:                                              11,191,892.0
         Menos:
     Ingresos FEES:                                                     8,425,514.9
     Total ingresos propios:                                          2,766,377.1
     Ingresos propios/ingresos totales=                              24.72%
     Lo que muestra que el control institucional sobre la situación financiera corresponde aproximadamente a un 25%.
· SOLVENCIA FINANCIERA
Indica la capacidad de la Institución para cubrir sus gastos corrientes con el flujo de ingresos corrientes.
      Ingresos corrientes                                                 11,136,037.9
Gastos corrientes                                                     9,496,722.4	                                             Ingresos corrientes /Gastos corrientes * 100 =               117.26%
El flujo de caja que mantiene la institución tiene un gran margen para cubrir los gastos institucionales y se muestra por el resultado de un 117% de solvencia financiera.  Situación que nos obliga a tomar medidas correctivas para mejorar la eficacia en la ejecución, medida que se esta previendo en la propuesta de Presupuesto Ordinario 2009, ya presentado.
· AUTOSUFICIENCIA
Ingresos Propios/Gastos corrientes * 100
                                              2,766,377.1/9,496,722.4*100=29.13%
Muestra que la capacidad de la Institución para cubrir sus gastos corrientes de funcionamiento con sus propios recursos es de un 29.13%.
· DÉFICIT/SUPERÁVIT
Ingresos Corrientes-Gastos Corrientes/Gastos Corrientes*100
11,136,037.9-9,496,722.4/9,496,722.4*100=17.26%
     Este indicador muestra la capacidad de ahorro que tiene la Institución a la fecha.
El señor Johnny Masís consulta si se está comparando el primer semestre del año 2006, 2007 y 2008, si se puede ver que los incrementos de recursos han sido más fuertes en el programa de la Vicerrectoría de Investigación y Extensión.
La señora Sonia Astúa responde que sí y en los dos periodos.  Pasa a explicar los egresos.
El señor Bernal Martínez agrega que con respecto al superávit, él envío una nota al Consejo Institucional con la idea de discutirla, en la cual vienen algunas medidas de índole administrativa y otra que es externa.  Informa que ya tiene los datos de lo que es la revisión del programa monetario pero el Gobierno sigue siendo super conservador y eso implica que las deudas sigan creciendo. Al Instituto Tecnológico le deben 1.600.000.000 (mil seiscientos millones) y todavía no están incorporados, el gran problema es que al crecer el FEES la actitud conservadora del gobierno quiere decir que esas deudas son cada vez mayores.  Agrega que se está haciendo un esfuerzo de hacer conciencia en las unidades ejecutoras de que efectivamente ejecuten el dinero, mucha gente se queja porque no les dan recursos pero cuando se los dan no los ejecutan y se puede ver que la Vicerrectoría de Investigación y Extensión es una de las más problemáticas, sobre todo en todos los proyectos de investigación. En cuanto a la presentación del Presupuesto Anual Operativo, aclara que fue una situación atípica que se presentó por el cambio del período de vacaciones.  Señala que en cuanto a las partidas más significativas el Departamento de Financiero Contable lleva un control de  algunas partidas tales como: salarios, tiempo extraordinario, partidas institucionales y esas son las que se modifican cada trimestre con la modificación interna, con el tipo de cambio.  Sí se está obteniendo un impacto por el tipo de cambio del dólar, y en cuanto a inversiones lo que se decidió es mantenerlas en colones, justamente para evitar las pérdidas.
El señor Johnny Masís da la gracias por la presentación y externa cuatro aspectos relevantes: 1) lo primero es resaltar que en gastos de operación de los últimos tres años muestra que se ha reforzado alrededor de un 60%. 2) Se extrae que la presupuestación está siendo muy agresiva. 3) Le preocupa que el programa de Docencia se está ejecutado en un 49.6%, le preocupa que la Administración se expone a un sobregiro presupuestario en alguna de las supartidas. 4) La evaluación de la información financiera si hubiera salido más completa de contar con la evaluación del PAO. Consulta para cuándo está programada la presentación de la Evaluación del Plan Anual Operativo.
El señor Eugenio Trejos informa que hablará con el señor Ronny Rodríguez al respecto.
El señor Bernal Martínez añade lo del esfuerzo  para contar con indicadores, lo cual es muy válido porque permitió hacer comparaciones en el tiempo y permite  orientar la toma de decisiones en el tiempo.
El señor Jorge Mena agrega que las inversiones sean a corto plazo considerado el mercado convulso.
NOTA:   Los invitados  se retiran de la Sesión, a las 10:24 a.m. y se les agradece su participación.
El señor Johnny Masís solicita tener mucho cuidado en la parte de Remuneración de Puestos, porque esta partida es muy sensible, esto para que no se de un sobregiro en la partida.
El señor Eugenio Trejos informa que por el momento el comportamiento es normal y siempre se piensa que en el I Semestre es necesario reformar las contrataciones. 
La señora Sonia Barboza hace un resumen del informe de la Auditoría, que se hace necesario reforzar.  Considera que en cuanto a los egresos se está viendo al revés y eso no es lógico.
El señor Isidro Álvarez amplía señalando que el informe de la Evaluación del Plan Anual Operativo en este trimestre, resalta que algunas partidas tienen un porcentaje de ejecución muy alto a esta altura del año.  Agrega que cuando se aprobó la evaluación al 31 de diciembre del 2007, el Consejo Institucional acordó solicitar a la Auditoría Interna estudiar esa evaluación. Consulta cuál dinámica quieren los miembros del Consejo para la presentación de ese informe que estaría listo para dentro de dos semanas.  Consulta si sería ante este Consejo o ante la Comisión de Planificación y Administración, que sería  sobre la evaluación del PAO del 2007. Agradece al señor Roberto Gallardo en la colaboración brindada.
El señor Roberto Gallardo considera que es una pena que se presenten ambos documentos de forma separada.  Recuerda al señor Gerardo Meza diciendo ante este Consejo que por fin lo habían logrado y eso hace pensar que depende mucho  de las personas. Insta a que los siguientes ejercicios se hagan aunado o correlacionado de tal manera que los indicadores que se están presentando estén correlacionados con algunos de los pasos, esto será enriquecedor.  Considera que es prudente hacerlo en el  pleno y en un foro para que haya suficiente tiempo para que lo puedan ver en todos los alcances y ver qué se logró en el año 2007, invitando  a un Foro en conjunto con el Consejo de Rectoría para enriquecerlo aún más.  
El señor Isidro Álvarez informa que coordinará con la señora Bertalía Sánchez la fecha exacta, espera que sea de hoy en 15 días.
El señor Eugenio Trejos espera que este desfasé que se  produjo entre la entrega del Plan Anual Operativo y la Evaluación de la Ejecución Presupuestaria,  no se repita, es por la anormalidad que se dio de correr la semana de vacaciones lo que disloca la plantación. 
NOTA:  Se retira de la Sesión, la señora Rocío Poveda, a las 10:35 a.m.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 7 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 8 votos a favor, 0 en contra.
NOTA:  Este acuerdo obtuvo su firmeza cuando contó con el quórum requerido.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional, el 21 de julio del 2008, recibió el Oficio VAD-214-2008, suscrito por el MBA. Bernal Martínez, Vicerrector de Administración, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite el informe de Ejecución Presupuestaria al 30 de junio del 2008.  
2. La Comisión de Planificación y Administración analizó el Informe de Ejecución Presupuestaria al 30 de junio del 2008, dando el aval para ser elevado al Consejo Institucional para su conocimiento.
3. La Secretaría del Consejo Institucional recibió con fecha 30 de julio del 2008, el Oficio AUDI-190-2008, suscrito por Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, en el cual remite el “Informe AUDI-AS-011-2008 “Observaciones al Informe de Ejecución Presupuestaria al 30 de junio del 2008”
4. El mismo oficio de la Auditoria Interna, en su apartado 3.2 de los Egresos indica:
“3.2. Sobre los Egresos
Como ya se ha señalado en ocasiones anteriores los Informes de Ejecución Presupuestaria, son de carácter financiero presupuestario, por lo que su análisis se debe efectuar en función de los resultados de la evaluación al Plan Anual Operativo, dada la relación directa entre el cumplimiento de los objetivos y metas y la programación de actividades con la ejecución de gastos. La evaluación al Plan Anual Operativo permite determinar la congruencia entre el cumplimiento de objetivos y metas y la utilización de los recursos financieros.
ACUERDA:
a. Dar por conocido el Informe de Ejecución Presupuestaria al 31 de junio del 2008, según el documento adjunto.
b. Solicitar a la Administración la pronta presentación de la Evaluación del Plan Anual Operativo correspondiente al primer semestre con el fin de que sea analizado por las Autoridades Institucionales, conocido por el Consejo Institucional y posteriormente remitido a la Contraloría General de la República.
c. Remitir el Informe a la Contraloría General de la República.
d. Comunicar.  ACUERDO FIRME. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2568. 
ARTÍCULO 8. 	Eficacia jurídica del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, legitimidad del uso de los recursos públicos en dicho convenio y establecimiento de responsabilidades derivadas de su ejecución
El señor Carlos Badilla presenta la propuesta denominada “Eficacia jurídica del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, legitimidad del uso de los recursos públicos en dicho convenio y establecimiento de responsabilidades derivadas de su ejecución”, elaborada por la Comisión de Planificación y Administración, adjunta a la carpeta de esta acta.  Aclara que este tema se vio la semana pasada pero que no se llegó a un acuerdo y a raíz de esto la Comisión consideró relevante separar los temas y dividirlos en tres, aclara que realmente los considerandos no son novedosos, los cuales resume.
NOTA:  Se reincorpora a la Sesión, la señora Rocío Poveda, a las 10:35 a.m.
El señor Eugenio Trejos señala que conforme con lo acordado la semana pasada con el señor Carlos Bonilla y el señor Carlos Badilla, en donde se dijo que si no había consenso, se presentarían las propuestas sustitutivas, por ello solicita la presencia del señor Carlos Bonilla para hacer la presentación de las mismas.
NOTA: Se presenta a la Sesión, el señor Carlos Bonilla, en calidad de invitado, a las 11:00 a.m.
El señor Carlos Bonilla inicialmente hace el señalamiento de que todas las instancias deben actuar bajo el principio de legalidad que rige; explica que cada una de las propuestas sustitutivas corresponde a intereses comunes entre el Consejo Institucional y la Rectoría, divide las propuestas  por intereses:  primero, es interés común que la Administración asuma las responsabilidades en caso de que se comprueben  faltas durante la ejecución de los convenios, principalmente en lo que se refiere a la asignación de becas; segundo, el interés de que los procesos sean legales, es decir, con validez y eficacia; tercero, el interés de aprobar los convenios, es decir, el último que se suscribió sobre los hechos acaecidos con la ejecución de los convenios, principalmente el Comité de Becas, y el cuarto y último es la necesidad de reformar la normativa institucional en relación con la elaboración y suscripción de Convenios, para cada uno de estos intereses comunes hay una propuesta sustitutiva.
La señora Sonia Barboza externa que no es procedente darle votación a la propuesta sustitutiva de la Presidencia denominada “Proceso de convenios con la Universidad de Valencia, relacionados con el programa de Doctorando en Dirección de Empresas”, porque el inciso a) propone aprobar la modificación cuando ni siquiera se ha aprobado el Convenio y jurídicamente no se ha dicho nada sobre el Convenio limpiando el terreno y diciendo que el Convenio de Adhesión no tienen eficacia jurídica, una vez superado este bache se hablaría del Convenio de Colaboración, partiendo de ahí se plantea que se entre a esta propuesta que ni siquiera toca el Convenio.  Cree que hay un error de fondo en el asunto, es decir la propuesta no es coincidente con la forma en que se está planteando.
El señor Carlos Bonilla aclara que se está hablando de los Convenios anteriores no del último suscrito, lo que sí está incorrecto fue lo de la modificación presupuestaria, de tal manera que si se elimina eso, todo lo demás está bien ubicado.
El señor Eugenio Trejos aclara al señor Carlos Bonilla que lo que los miembros del Consejo Institucional están objetando es el Convenio de Adhesión, el cual no se firmó por estar esperando el Convenio suscrito por las 4 universidades.
El señor Carlos Badilla señala que pareciera que la propuesta no está suficientemente madura.
La señora Sonia Barboza sugiere que se sometan a votación las propuestas, pues se nota que no hay una contrapropuesta, por lo que procede someter a votación la propuesta base  de la Comisión.
El señor Carlos Bonilla informa que sí hay una propuesta sustitutiva, que es la que se refiere a la creación de una Comisión de Arbitraje formada por el Director de la Oficina Legal, por la abogada asesora del Consejo y por un abogado(a escogido de común acuerdo por ambas partes. Esta propuesta se hace debido a que el debate de fondo de las propuestas en juego es un asunto de mero derecho: la legalidad de lo actuado en el proceso de suscripción de convenios con la universidad de Valencia.  Aclara que es la última y que él eliminó los considerándos porque ya están inmersos en las otras propuestas.
El señor Isidro Álvarez considera que la figura del arbitraje sí podría ser instaurada y además considera que los abogados de la Institución no puede formar parte de ese Tribunal de Arbitraje, porque ya ellos están involucrados  y algunas han rendido dictámenes y cree que deben ser otras personas.  
El señor Carlos Badilla siente que la práctica es irregular porque en primer lugar el señor Carlos Bonilla no tiene nada que estar haciendo acá y además estas  no son propuestas pulidas, habría que empezar a machetearlas y además no corresponden a los puntos de agenda, y ahora se tiene una sopa y así no van a llegar a ninguna parte.  
El señor  Eugenio Trejos propone tomar la propuesta de la señora  Sonia Barboza en el sentido de que se vote esta propuesta, lo cual significa acoger una posición jurídica, cuando  todo estuvo legal.
El señor Carlos Bonilla aclara que todo está totalmente legal, por lo que no hay problema de legalidad en la propuesta sustitutiva, esta es  una decisión política.  Aclara que la propuesta es porque vendría a dar certeza jurídica y elimina el riesgo de tomar una decisión basados en concepciones y criterios legales antijurídicos.
El señor Carlos Badilla considera un chantaje lo señalado por el señor Carlos Bonilla porque lo que está diciendo   no corresponde al curso de lo que se ha hablado en términos de la propuesta.  
El señor Carlos Bonilla expresa que el es abogado y está emitiendo criterio como abogado únicamente.  
El señor Carlos Badilla propone que ingrese la señora Maureen Reid para que aclare el criterio emitido por el señor Carlos Bonilla.
NOTA:  Se presenta a la Sesión, la señora Maureen Reid, en calidad de invitada, a las 11:35 a.m.
El señor Carlos Badilla solicita al señor Carlos Bonilla que vuelva a repetir la opinión o criterio.
El señor Carlos Bonilla reitera a la señora Maureen Reid que al aprobar el acuerdo tal como está planteado por la Comisión con las recomendaciones jurídicas, pudiera ser que el Consejo pudiera estar aprobando algo con elementos antijurídicos.
La señora Maureen Reid externa que ya se había subsanado todo lo antijurídico.  Añade que los eventos que se dieron con el Convenio de Adhesión no se han subsanado y es en esta línea donde tienen discrepancia.
El señor Carlos Badilla consulta cuál es el riesgo en que se incurre cuando se declara que el Convenio de Adhesión, carece de eficacia jurídica.
El señor Carlos Bonilla reitera que los fundamentos legales de la propuesta y  el análisis de la antinomia o no, contiene elementos antijurídicos.
La señora Maureen Reid explica que eso es un asunto de fondo y esa es una  decisión de los miembros del Consejo Institucional.
El señor  Eugenio Trejos recalca que la base del diferendo es netamente legal por los diferendos de las posturas de la Asesoría Legal del Consejo y la Auditoría Interna versus la Asesoría Legal de la institución. 
La señora Sonia Barboza insiste en que esto no está estructurado como una propuesta y además revuelve varios elementos y lamentablemente se vuelve a caer en lo mismo de la semana pasada.  Insiste en que voten la propuesta de la Comisión e independientemente pasarían a la segunda propuesta.
El señor Isidro Álvarez explica que la eficacia jurídica está dada por el mismo Convenio. Señala que la Auditoría no vio antinomia para ellos las dos normas han estado en convivencia, para ellos ambas son válidas y es hasta que se cuestionen que una debe ser eliminada, considera que el punto está ahí y ven que la eficacia está dada por el mismo instrumento.
El señor Eugenio Trejos justifica  exhaustivamente el procedimiento seguido al Convenio de Adhesión, enfatiza que todas las partes lo avalaron y se cuestiona cómo proceder en términos legales cuando ninguno de los Rectores se  cuestionó nada al firmar. 
La señora Sonia Barboza agrega que la Universidad de Valencia no perdía nada porque sabía que el Tecnológico estaba pagando e iba a continuar pagando, y de alguna manera  la Universidad de Valencia está vendiendo servicios al Tecnológico y lo que le interesa es que se le pague.
El señor Carlos Badilla añade que eso es harina de otro costal, supone que un contrato es como un matrimonio, donde si uno de los dos contrayentes no firma, no hay matrimonio. Agrega que no es asunto de una firma  es una cadena grande por algo esa propuesta tiene ese tamaño, hay irregularidades en todo el procedimiento de una naturaleza y de otra.  Agrega que esta propuesta está suficientemente sustanciosa donde dice punto por punto, se hace referencia a disposiciones legales del país a normativa interna, dictámenes de Auditoría Interna, entre otros.  Añade que en este caso no existe ninguna propuesta alternativa no tiene nada que ver con la eficacia jurídica. Hay cuatro elementos los que se mencionaron. Primero la responsabilidad no se puede delegar, esta es  del Consejo; segundo; se forma una mala práctica cada vez que hay diferencia hay que estar nombrando un tribunal; tercero no se sabe cuál es el perfil que se va a definir para eso;  y en cuarto lugar no se sabe quien lo va a escoger y quien lo escoja le habla al oído e inaceptable,  lo cual  no tiene sentido.  Aclara que él no quiere participar en esto. 
El señor Roberto Gallardo considera que con la explicación que dio el señor  Isidro Álvarez queda claro lo de la antinomia. Cree pertinente someter a votación la única propuesta que hay, no está de acuerdo con la Comisión porque es delegar la competencia y prefiere  que se investigue lo que haya que investigar para saber si hubo o no error. 
El Lic. Carlos Bonilla afirma que la interpretación del señor Auditor es correcta pero insuficiente, pues aunque faltó la firma del Rector de Valencia, eso la hace ineficaz para esa Universidad, pero para las demás universidades públicas costarricenses, en las que rige el Derecho Administrativo, prevalece el Principio de Conservación del Acto, de rango legal, que otorga legalidad, es decir vigencia y eficacia, al Convenio de Adhesión.
NOTA: Se retiran de la Sesión, el señor Carlos Bonilla y la señora Maureen Reid, a quienes se  les agradece su participación, a las 12:03 p.m.
El señor Eugenio Trejos propone que vean los aspectos jurídicos.  Consulta al señor Isidro Álvarez cómo entender esa parte de la eficacia jurídica, en estos términos si las partes consideran que  todo se cumplió apegado al Reglamento.
El señor Carlos Badilla externa que nuevamente se está en desacuerdo y se va a delegar en el señor Isidro Álvarez que él diga qué es el asunto de eficacia y que no, solicita que llamen a la señora Maureen Reid para discutir la eficacia.
El señor Eugenio Trejos solicita discutir estos temas como órgano.
El señor Carlos Badilla insiste que se llame a Maureen Reid y si quiere  que nuevamente llame al señor Carlos Bonilla, para hablar sobre el tema de la  eficacia jurídica porque este no es un tema para hablarlo entre el órgano, sino que requieren del apoyo legal.
La señora Sonia Barboza añade que por cuestiones de orden  sí quiere que se concreten a la discusión sobre la eficacia jurídica porque sino van a seguir  dando vueltas sobre el mismo asunto y se les va el tiempo siempre en lo mismo. Solicita que se concrete sin mayores comentarios una definición y basta.
El señor  Eugenio Trejos vuelve a hacer las aclaraciones del caso, señalando que para ellos el procedimiento  fue legal, el Convenio no vino  a este órgano porque no le competía a este Consejo aprobarlo  y todo el procedimiento se cumplió, ahora cualquier problema suscitado es subsanado por ese Convenio suscrito por los 4 Rectores de las universidades estatales.
El señor Eugenio Trejos adelanta que  conste en actas su voto  en contra  en torno a todo lo esgrimido y a las justificaciones que ha emitido.
Del mismo modo la señora Rocío Poveda solicita que se consigne su voto en contra por considerar que  los argumentos  de justificación emitidos por el señor Eugenio Trejos han sido totalmente contundentes.
Finalmente se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 6 votos a favor, 2 en contra.  
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
I. Origen de la investigación respecto al trámite dado al “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, en adelante conocido como “Convenio de adhesión con la Universidad de Valencia”.
1. Carta de entendimiento entre la Universidad de Valencia y el ITCR, en adelante conocida como “Carta de entendimiento”, fue suscrita el 30 de noviembre del 2004 entre el Dr. José Pla Barber, Director del Departamento de Dirección de Empresas de la Universidad de Valencia y el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, con el objetivo de “preparar un grupo de aproximadamente 30 profesores de la Escuela de Administración de Empresas del ITCR a nivel de doctorado en Dirección de Empresas de la Universidad de Valencia” (Cláusula segunda), con una cuantía estimada de ¢ 21 millones (Cláusula octava). 
2. El “Convenio de adhesión con la Universidad de Valencia” fue suscrito el 28 de enero del 2008, por el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, la Dra. Yamileth González García Rectora de la UCR, el Dr. Olman Segura Bonilla, Rector de la UNA y el M.Sc. Rodrigo Arias Camacho, Rector de la UNED, con una cuantía estimada cercana a ¢ 67 millones (Cláusula décima)
No obstante, aunque el objetivo de este convenio era “formalizar la adhesión de la UCR, UNA y UNED al convenio específico que existe entre la Universidad de Valencia y el ITCR …” (Cláusula primera), el mismo no fue suscrito por el Dr. Francisco Tomás Vert, Rector de la Universidad de Valencia, requisito indispensable para que dicho convenio adquiriera eficacia jurídica.
3. La investigación respecto a la eficacia jurídica y al fundamento legal para asignar fondos destinados a ejecutar el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” se inició el 5 de marzo del 2008, fecha en que el Dr. Luis Gerardo Meza Cascante, Director de la Oficina de Planificación Institucional, dio a conocer, por medio del correo electrónico interno, su “Renuncia al puesto de Director de la Oficina de Planificación Institucional” presentada mediante el memorando OPI-098-2008. 
En su mensaje, el Dr. Meza señaló que a raíz del anuncio que hizo la Oficina de Prensa del ITCR sobre la firma de un nuevo convenio con la Universidad de Valencia, procedió a advertir al Rector  M.Sc. Eugenio Trejos respecto a la necesidad de contar con la aprobación del Consejo Institucional antes de proceder a la firma de dicho convenio, advertencia respecto a la cual no obtuvo respuesta alguna. 
4. Ante esta situación, la Comisión de Planificación y Administración consideró que el comunicado del Dr. Meza constituía una “denuncia abierta”, mediante la cual se ponía en conocimiento de la comunidad institucional como un todo y del Consejo Institucional en particular, de que el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” no se había tramitado conforme a la normativa institucional establecida al efecto.
II. Acciones realizadas por la Comisión de Planificación y Administración ante la denuncia de que el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” no se había tramitado conforme a la normativa institucional.
5. En razón de lo anterior, la Comisión de Planificación y Administración decidió solicitar información a las diferentes partes que pudieran tener relación con este trámite con el fin de determinar la veracidad de la denuncia difundida por el Dr. Meza medio de correo electrónico interno.
6. Entre la información recolectada por la Comisión de Planificación y Administración respecto al trámite dado a este convenio se encuentra el “Informe AUDI/AS-007-2008, Observaciones a los procedimientos seguidos en la tramitación del Convenio de Adhesión número noventa y seis entre el ITCR y la Universidad de Valencia y sobre la legitimidad del usos de los recursos involucrados 2008” remitido por el Lic. Isidro Álvarez Salazar, Auditor Interno, a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de dicha Comisión (Referencia: oficio AUDI-112-2008, del 5 de mayo del 2008).
7. Este “Informe de asesoría” fue preparado por la Auditoría Interna con el propósito de, brindar el criterio de la Auditoría Interna en relación con:
a. Los procedimientos seguidos en la tramitación del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” para el desarrollo de un Programa de Formación de Doctores en Dirección de Empresas”
b. La legitimidad del uso de los recursos públicos involucrados en este Convenio.
8. Entre las principales conclusiones a las que llegó la Auditoría Interna, que están consignadas en el “Informe AUDI/AS-007-2008, Observaciones a los procedimientos seguidos en la tramitación del Convenio de Adhesión número noventa y seis entre el ITCR y la Universidad de Valencia y sobre la legitimidad del usos de los recursos involucrados 2008” se encuentran las siguientes:
a. (En relación con la figura de “Convenio de adhesión”) esta Auditoría Interna es del criterio que la figura legal que correspondía era la emisión o suscripción de un nuevo Convenio, teniendo como participantes a las cuatro universidades acogidas en el CONARE, para desarrollar un Programa Interuniversitario de Formación de Doctores en Dirección de Empresas, en conjunto con la Universidad de Valencia.
b. Es criterio de esta Auditoría Interna que lo expuesto por la Máster Bonilla, no justifica el incumplimiento de los procedimientos establecidos, por cuanto la única instancia institucional con competencia técnica para dictaminar si los Convenios o cualquier otra actividad es pertinente y se vincula con los planes institucionales, es la Oficina de Planificación Institucional, tal como se estable en la normativa institucional.
c. Entiende esta Auditoría, que la Vicerrectoría de Administración, ha delegado la atención de esta función (la de analizar la viabilidad presupuestaria de dicho Convenio) en ese Departamento (Financiero-contable) por contar con competencia técnica, sin embargo, no se ha constatado la formalidad de dicha delegación.
Por tanto, al no tramitarse formalmente ningún tipo de solicitud ante la Vicerrectoría de Administración, ni ante el Departamento Financiero Contable -con competencia técnica para pronunciarse en materia presupuestaria- para la emisión de los dictámenes respectivos, no se perfeccionó el cumplimiento de la normativa aplicable. 
d. Es necesario destacar la inconveniencia de que la Dirección de Cooperación, la Asesoría Legal o el Departamento Financiero Contable, dictaminen en materia que no sea del ámbito de su competencia. En este caso la normativa institucional y los procedimientos establecidos son claros al establecer la competencia en materia de planes institucionales a la Oficina de Planificación Institucional. 
e. Se evidencia que tanto la solicitud a la Asesoría Legal, como la emisión del dictamen por esa dependencia, se realizaron en forma extemporánea, un día después de que el “Convenio de Adhesión” fue suscrito por el Rector del Instituto.  
f. Al no recibirse la respectiva propuesta del “Convenio de Adhesión”, en el Consejo Institucional, según los procedimientos establecidos, sus miembros no estuvieron en la posibilidad de cumplir con las funciones que en esta materia le han sido asignadas a nivel estatutario.
g. Llama la atención que esta convocatoria se hiciera en forma cerrada para los funcionarios de la Escuela de Administración de Empresas, por cuanto, uno de las variaciones sustantivas del nuevo Convenio, es el beneficio que recibió el Instituto al poder incorporar en este Programa de Formación, funcionarios con la titulación de Ingeniero o similar, lo que lo hace extensivo a funcionarios de otras Escuelas y Departamentos institucionales.
h. Se evidencia, una transgresión a la normativa institucional que regula la materia del otorgamiento de becas a funcionarios, por cuanto no solo se han realizado pagos de matrículas o colegiaturas, como parte de una beca a los funcionarios, sin contar con el acuerdo del Comité de Becas, sino que se incluye a  estudiantes que no cumplen con los requisitos.
i. Se evidencia que la Administración ha ejecutado actividades e incurrido en erogaciones amparadas en el “Convenio de Adhesión”, sin contar con la eficacia jurídica que se demanda en el mismo, al no contar el documento con la firma de todas las partes, previo al inicio de las actividades convenidas.
III. Análisis respecto a la “eficacia jurídica” del “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia”
9. Sobre este aspecto, cabe señalar que presuntamente la Dirección de cooperación mediante Oficio DC-010-08, del 28 de Enero del 2008, remitió a la Oficina de Asesoría Legal el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” para su revisión.
Cabe señalar que no obstante, dicho Oficio DC-010-08 presenta un sello de recibido en la Oficina de Asesoría Legal con fecha 29 de enero del 2008, esto es, que la solicitud de revisión de este convenio ingresó a la Oficina de Asesoría Legal con posterioridad a su suscripción.
Por lo que, si se tiene en cuenta que “cuando el acto requiera autorización de otro órgano la misma deberá ser previa” (Ley General de Administración Pública, Artículo 145.3), dicho convenio carece de eficacia jurídica.
10. Adicional a lo anterior debe señalarse que luego de haber realizado un amplio análisis de la información, el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” presenta otros defectos relacionados con el trámite de formulación, revisión y ejecución de convenios que contribuyen a restarle eficacia o validez jurídica a dicho convenio.  Entre otras faltas de este tipo pueden mencionarse las siguientes:
a. La Vicerrectoría de Administración, la Oficina de Planificación Institucional y la Oficina de Asesoría Legal presuntamente no participaron, ni formal ni oportunamente, en el trámite de aprobación conforme lo dispone la normativa interna dictada el efecto.
b. La Dirección de Cooperación presuntamente inobservó las disposiciones establecidas por la normativa interna en el trámite de aprobación de convenios.
c. El convenio fue presuntamente suscrito por el Rector, M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, sin cumplir el requisito estatutario de contar con la autorización del Consejo Institucional antes de proceder a firmarlo (Artículo 18, inciso q), lo que podría significar, en grado de probabilidad, que no se contó con el criterio de eficacia legal de un convenio antes de proceder a su suscripción y ejecución.
d. El Convenio de Adhesión no fue suscrito por el Rector de la Universidad de Valencia. 
11. Cabe indicar que en el “Manual de normas y procedimientos para la firma de convenios en los que participe el ITCR” elaborado por la Dirección de Cooperación de la Vicerrectoría de investigación y extensión y publicado en la Gaceta N° 192, Martes 1° de noviembre del 2005, se indica (en la justificación):
“Según el criterio de la Dirección de Cooperación el procedimiento (para la firma de Convenios en los que participe el ITCR) debe encontrarse debidamente documentado ya que constituye una fuente de consulta que reúne información sobre la sucesión sistemática y ordenada de las operaciones que se desempeñan, además constituye una herramienta de consulta, apoyo y capacitación, tanto para las personas que trabajan en la Dirección de Cooperación, como  para la comunidad institucional que se vea en la necesidad de formalizar un convenio.
Los procedimientos a documentar son: Convenios Marco, Convenios que comprometen recursos institucionales y los que superan el tope establecido por la Contraloría General de la República.”
Asimismo, esta normativa en su Capítulo 2 “Convenios que comprometen recursos institucionales”, Sección 2.3 “Responsabilidades” señalan los compromisos de las diferentes partes involucradas en la aprobación de convenios de este tipo (gestor, director de la escuela, Consejo de Escuela, Dirección de Cooperación, Departamento Financiero-Contable, Oficina de Planificación Institucional, Oficina de Asesoría Legal, Rectoría y Consejo Institucional).
No obstante lo anterior, debe señalarse que, aunque efectivamente el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” compromete recursos institucionales, varias de las etapas del procedimiento de aprobación no se  cumplieron en forma adecuada.
12. Respecto a la presunta antinomia en disposiciones sobre convenios
En el análisis de este tema ha surgido la tesis de que existe una antinomia normativa entre el artículo 4 del Reglamento de Convenios, aprobado por el Consejo Institucional la Sesión No. 1989, Artículo 7, del 30 de abril de 1998, publicado en la Gaceta del Tecnológico 95 y el artículo 5 de las normas de Presupuesto del ITCR, aprobadas por el Consejo Institucional en la Sesión 1887, Artículo 13, del 30 de Mayo de 1996, publicadas en la Gaceta del Tecnológico 70, lo cual produce una derogación tácita de la segunda por la primera, por ser norma más reciente.
Al respecto se debe señalar que, en relación con el tema del conflicto de normas, Hans Kelsen ha manifestado que "Dos normas jurídicas entran en conflicto si la aplicación de una es incompatible con la aplicación de la otra, esto es, si la aplicación de la una no es posible sin la aplicación de la otra.".
Asimismo el tratadista Juan Santamaría Pastor ha planteado que "Por derogación tácita se entiende, (…) la cesación de la vigencia de una norma producida por la incompatibilidad objetiva existente entre el contenido de sus preceptos y los de la nueva norma;(…) la derogación tácita, al contrario de la expresa, requiere para su constatación y puesta en práctica de una operación interpretativa ulterior, tendente a fijar la existencia efectiva de incompatibilidad y su alcance. 
Cabe señalar que en caso de existir realmente un conflicto de normas, ello conduce a crear escenarios de incerteza jurídica, circunstancia que supone un menoscabo al “Principio de Seguridad Jurídica”, razón por la cual resulta necesario resolver oportunamente tal conflicto de acuerdo con las vías adecuadas previstas en el ordenamiento, y los principios generales de derecho, con el objeto de resguardar el mencionado principio.
Sin embargo, debe señalarse que, en este caso, no existe antinomia normativa entre las disposiciones precitadas, ya que estas normas lejos de ser contradictorias son complementarias.  En efecto, las Normas del Presupuesto, regulan la materia de contenido económico u orden presupuestario, entiéndase fondos públicos, involucrados en los convenios mientras que el Reglamento de Convenios, por ser de orden convencional, está subordinado a la materia presupuestaria lo que impide que nazca a la vida jurídica la antinomia normativa como tal y por ende la derogatoria tácita por ausencia de requisitos normativos, aunado a que ambas normas tienen vigencia en tiempo, espacio, personal y material.
Asimismo, es importante señalar que las normas de presupuesto nacen a raíz de un disposición de carácter obligatorio girada por la Contraloría General de la República, ente auxiliar de la Asamblea Legislativa para la fiscalización de la Hacienda Pública, la cual tiene jerarquía constitucional, por lo que el ente encargado de su fiscalización, tiene idéntica jerarquía, lo que permite deducir que la jerarquía de las “Normas de presupuesto” es superior a la del “Reglamento de Convenios”. 
Por tanto, se concluye no solamente que las normas citadas no se excluyen mutuamente sino que las mismas son complementarias y dependientes la una de la otra. 
Por consiguiente, no opera la derogación tácita o implícita de la norma referente a convenios para con lo preceptuado en la norma de orden presupuestario, ya que ésta última no dispone cosas contrarias o incompatibles con ella, más bien la norma presupuestaria, habilita legalmente el contenido de los fondos públicos de la materia convencional.
IV. Trámite de los recursos provenientes de los Fondos del Sistema
13. El denominado “Fondo del Sistema” tiene su origen en el Acta 32-04, celebrada el 28 de setiembre del 2004, con un contenido proveniente del mismo FEES, a partir del 2005, y por el resto del quinquenio, al cual se destina un porcentaje de los recursos adicionales para el FEES.  Asimismo, entre los lineamientos de este fondo, el CONARE señaló: 
“Las tareas referidas anteriormente serán aprobadas por el CONARE con la debida oportunidad para que puedan ser contempladas, en lo que corresponda, en los presupuestos de cada una de las instituciones.”
14. El Reglamento de Patrimonio para el Desarrollo Universitario, dictado por el CONARE, en sus acuerdos segundo y tercero, claramente establece la obligación de los Consejos Universitarios, de definir las políticas del plan de inversión tanto del FEES como del Fondo del Sistema,  a los que denomina  de manera taxativa como ingresos propios de cada Institución. 
Esta es fundamento legal para que en el trámite y aprobación de recursos que forman parte del “Fondo del Sistema” deban respetarse los niveles de jerarquía del órgano competente  en materia presupuestaria,  esto es el Consejo Institucional, al cual la Contraloría General de la República, le encomienda la obligación de velar por esta materia, asignándole de manera correlativa la consecuente responsabilidad ante un manejo inadecuado de tales fondos.
Por esta misma razón, es que todos los recursos provenientes del financiamiento estatal que reciba el Instituto Tecnológico de Costa Rica producto del FEES, incluidos los denominados Fondos del Sistema, por normativa interna son incorporados en el Presupuesto institucional y sus modificaciones.
15. En vista de que los Fondos del Sistema son parte del FEES, y por lo tanto son recursos institucionales, estos deben recibir el mismo tratamiento que el resto de fondos que conforman la materia presupuestaria institucional.
16. El Consejo Nacional de Rectores fue creado mediante “Convenio de Coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal en Costa Rica”, suscrito por las Instituciones de Educación Superior Universitaria Estatal el 4 de diciembre de 1974 y reformado por éstas el 20 de abril de 1982. En él se regulan aspectos de coordinación para el ejercicio conjunto de la autonomía universitaria en diversos ámbitos.
El CONARE está constituido por los Rectores de las Instituciones signatarias de este Convenio y, conforme al artículo 3 del Convenio de Coordinación, tiene entre otras las siguientes funciones:
 b) 	Aprobar el PLANES, previa consulta a los Cuerpos Colegiados Superiores de las Instituciones signatarias, los cuales deberán pronunciarse dentro del plazo requerido por el CONARE para ello.
 h) 	Informar, cada seis meses, a los Cuerpos Colegiados Superiores de las Instituciones signatarias, de todas las decisiones que hubiere tomado.
De lo anterior se desprende que el CONARE surge como producto de un instrumento jurídico de menor jerarquía (convenio interuniversitario) que los instrumentos que dieron origen a las universidades estatales (leyes específicas de creación), cuyas facultades, respecto a su forma de administración y gobierno, son reguladas por el principio de la autonomía universitaria de fundamento constitucional.
Por esta misma razón, las resoluciones que tome CONARE tienen una jerarquía menor que las tomadas por las universidades estatales, las cuales conforme al mismo convenio (Artículo 16) pueden ejercer “el recurso de veto razonado que debe interponerse por escrito por el Cuerpo Colegiado Superior de la Institución signataria interesada”.
17. El Artículo 18, inciso j, del Estatuto Orgánico, dispone:
ARTÍCULO 18 
Son funciones del Consejo Institucional: 
j. Ejercer el derecho al veto de las resoluciones tomadas por el Consejo Nacional de Rectores
Esta facultad del Consejo Institucional procede de la autonomía administrativa y de gobierno de origen constitucional con la que cuenta el ITCR, y la que faculta a este órgano para eventualmente modificar o anular todos los acuerdos tomados por el CONARE respecto al uso y destino de los recursos provenientes del financiamiento estatal recibidos por el Instituto Tecnológico de Costa Rica, producto del FEES, incluidos los denominados Fondos del Sistema.
18. En vista que todos los recursos percibidos por el ITCR del Fondo del Sistema, deben ser aprobados por normativa interna, estos son incorporados en el Presupuesto institucional y sus modificaciones. Los convenios suscritos por el Instituto financiados con recursos provenientes del Fondo del Sistema, o de cualquier otra fuente legítima de ingresos, también deben ser aprobados y ejecutados con base en la normativa del Instituto y no por la establecida por CONARE. 
V. Aspectos conceptuales relacionados con la nomenclatura de convenios redactados para establecer relaciones con la Universidad de Valencia 
19. La nomenclatura de convenios utilizada para clasificar los instrumentos jurídicos que sustentan el establecimiento de relaciones académicas con la Universidad de Valencia contiene varios errores conceptuales, los cuales se indican a continuación.
20. Un “convenio de adhesión” se caracteriza por ser suscrito por otras entidades que se adhieren a un “convenio existente”, y convienen en respetar todas las cláusulas originales de dicho “convenio existente”. 
Si al suscribir un “nuevo convenio” las cláusulas originales del “convenio existente” se modifican en algún sentido, el llamado “nuevo convenio” no sería un “convenio de adhesión” sino que se trataría de un “convenio diferente” o de una “reforma al convenio existente”.  También podría tratarse de un “addendum al convenio existente” mediante el cual se agregan o reforman algunas cláusulas del “convenio existente”.  
Ante un “convenio de adhesión”, se mantiene un convenio original, al cual se incorporan otras entidades, en el caso que nos ocupa relacionado con la Universidad de Valencia, las otras universidades nacionales deberían haberse incorporado aceptando la totalidad de las cláusulas definidas en el convenio originalmente suscrito por el ITCR.  Sin embargo, el llamado “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”  es un nuevo convenio y no de uno de adhesión pues dicho convenio involucra una serie de variantes respecto a la “Carta de entendimiento entre ITCR y Universidad de Valencia”, entre ellas la relativa a la materia presupuestaria.
Para mayor claridad al respecto a este concepto, puede consultarse el texto de Stiglitz, Rubén S. y Stiglitz, Gabriel; Contratos  por Adhesión; Editorial de Palma; Buenos Aires, Argentina, 1985.
21. A continuación se incluye un análisis comparativo entre la “Carta de entendimiento entre ITCR y Universidad de Valencia” y el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, con el fin de evidenciar que el segundo no constituye conceptualmente un “Convenio de adhesión” a la denominada  “Carta de entendimiento”.
	Programa de Doctorado en Dirección de empresas con
Universidad de Valencia

	Cuadro comparativo entre “Carta de entendimiento” y “Convenio de adhesión”

	N°
	Asunto
	Carta de Entendimiento
	Convenio de Adhesión

	1. 
	Montos de estimación iniciales
	a. Inicial: ¢ 21 M
b. Adendum: (Aprobado Modif. Presup. Int. No. 001- 05: ¢ 24,95 M
	a. Valor nominal: 
¢ 67.26 M (adicionales a los ¢ 24,95 M contenidos en la Carta de Entendimiento) 

	2. 
	Objetivos de la formación ofrecida por la Universidad de Valencia
	a. Dirigido a 30 profesores de Escuela  de Administración de Empresas del ITCR

b. Preparar para Nivel doctoral

	a. Profesores provienen de las 4 universidades públicas estatales: ITCR, UNA, UCR y UNED.
b. Varían aspectos de formación y desarrollo
c. Postulantes, pueden ser ingenieros, economistas, especialistas en investigación y técnicas de mercadeo etc.

	3. 
	Requisitos de ingreso
	No exige requisito alguno que deba ser cumplido por los estudiantes.
	Impone requisitos de orden taxativo, para los estudiantes que participen del proceso.

	4. 
	Cantidad  de créditos
	Primera fase docente: 21 créditos
	Primera fase docente: 24 créditos

	5. 
	Materia obligacional
	a. Estudiantes  
No establece obligaciones para estudiantes del ITCR.
	a. Estudiantes
i. Cubrir los costos de traslado, alimentación y hospedaje al visitar la Universidad de Valencia
ii. Visitar la Universidad de Valencia al menos una vez
iii. Presentar autorización (estudiantes que no sean del ITCR)
b. Profesores
i. Se deben cubrir los costos de traslado, alimentación, y hospedaje (de Directores de  Escuelas de Administración de Empresas o del personal designado a tal efecto, de las cuatro universidades estatales)
ii. Profesores participantes deben presentar al ITCR la autorización de sus respectivas instituciones

	6. 
	Vigencia del Convenio
	Convenio vigente por el período necesario para la conclusión del programa de doctorado de los  docentes participantes.
	Vigencia por el período requerido para la obtención del Doctorado en Dirección de Empresas (4 años, con posibilidad de prórroga para estudiantes matriculados en el período 2007-2008, prórroga que se realizará,  según cláusula 8) mediante el intercambio de notas lo que genera costos de carácter administrativo

	7. 
	Cláusulas de extinción
	No contiene.
	Constituye una Comisión de Vigilancia y Control.

	8. 
	Variación de la moneda
	No contempla aspectos que involucren uso de moneda extranjera, ni implicaciones derivadas de diferencias por tipo de cambio.
	Estipula que se debe “…Cancelar por cada módulo el equivalente a MIL EUROS, para cada docente de la Universidad de Valencia que imparta el curso…” .


22. En síntesis, como puede observarse en la tabla anterior, el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” introduce elementos totalmente nuevos y diferentes a lo pactado inicialmente mediante la “Carta de entendimiento”, los cuales efectivamente redundan en nuevas obligaciones para la Institución.
23. Adicionalmente cabe señalar que el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” no presenta un detalle del aporte financiero que cada una de otras universidades estatales nacionales que suscribieron el convenio se compromete a aportar, tampoco establece las responsabilidades que corresponden a las otras universidades nacionales estatales (UCR, UNA, UNED) en la ejecución de dicho convenio ni contiene un detalle de las consecuencias derivadas de su incumplimiento.
24. Si se toma  en cuenta que CONARE autorizó una partida económica extra, por una única vez, obliga a que se redefina la materia presupuestaria, dado el déficit económico presentado por el convenio,  redefinición que debe tener en cuenta, las variaciones  en torno a la moneda, los gastos acordados para gastos de transporte que de manera forzosa, contemplan a su vez sustituciones de servidores docentes que deben desplazarse a España para estos efectos, de manera independiente a los becarios, hospedaje y alimentación en los términos establecidos, aumento en gastos  administrativos, alzas en el costo de la  matrícula, así como el monto que corresponde a la estimación  adicional del Convenio de Adhesión.       
VI. Aspectos relacionados con la planificación financiera del “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia”.
25. Desde sus inicios, la administración del ITCR proyectó financiar, íntegramente, el desarrollo del Programa de Doctorado en Dirección de empresas con la Universidad de Valencia, con recursos provenientes del “Fondo del Sistema”. Para financiar, en forma completa, este proyecto, el ITCR solicitó el apoyo del Consejo Nacional de Rectores (CONARE), el cual en el 2007 le otorgó recursos por un monto cercano a ¢ 67 millones, los cuales fueron incorporados en el Plan anual operativo y del Presupuesto ordinario del ITCR correspondiente al 2008. 
26. No obstante, el día siguiente a la inauguración del Programa de Doctorado en Dirección de empresas con la Universidad de Valencia, el 29 de enero del 2008, el ITCR solicitó al CONARE recursos provenientes del “Fondo del Sistema”, por un monto cercano a los ¢20 millones.
A esta petitoria se hace referencia en el acta de la sesión N° 01-08 de CONARE, realizada el día martes 29 de enero del 2008, sesión en la que se discutió la solicitud del ITCR de recursos adicionales por un monto de ¢20.205.000,00 para el Doctorado con la Universidad de Valencia, a pesar de que el texto del “Convenio de adhesión” supuestamente suscrito el día anterior establece una cuantía estimada cercana a ¢ 67 millones (Cláusula décima)
En dicha sesión, el Dr. Olman Segura Bonilla, Rector de la UNA, quien presidió, solicitó al Rector del ITCR explicar las razones para solicitar una suma adicional de poco más de ¢ 20 millones, en vista de que el CONARE ya había asignado al ITCR cerca de ¢ 67 millones para el desarrollo ese programa.
En respuesta, el Rector del ITCR explicó que el refuerzo presupuestario solicitado a CONARE se requería para cubrir los siguientes gastos:
a. Alquilar un aula
b. Contratar un administrador del programa
c. Adquirir equipamiento
d. Pagar un aumento en el costo de las colegiaturas.
Respecto a esta solicitud del ITCR, el Dr. Olman Segura manifestó su preocupación respecto a que, en caso de aprobar la solicitud del ITCR, ello sentaría un precedente inconveniente. 
Esto debido a que, en la solicitud original, el ITCR planteó que ese Programa se desarrollaría, entre otras condiciones, bajo las siguientes:
a. Las clases se impartirían en aulas del ITCR y, en caso de no ser posible, en aulas de otra de las universidades estatales.
b. El programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no requería nueva administración pues, al ser existente, ya contaba con un administrador que estaba a cargo del mismo.
Adicionalmente el Dr. Olman Segura manifestó que el ITCR no explicó para qué se requería el equipamiento.  En consecuencia, señaló, la única parte por considerar sería el incremento debido al tipo de cambio del euro, lo cual representa un aumento de ¢ 5 millones.
Por su parte, el Director de la Oficina de Planificación de la Educación Superior (OPES), M.Sc. José Andrés Masís, manifestó que conforme a la solicitud planteada por el ITCR, era evidente que en la planificación el programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no se tomaron en cuenta muchas factores esenciales tales como el alquiler del edificio y de aulas.  Agregó que la idea de CONARE era ayudar al ITCR a “redondear” el financiamiento del programa. 
En respuesta, el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, expresó que lo señalado por el Dr. Olman Segura (el incremento debido al tipo de cambio del euro) es lo único que CONARE debe atender.
Asimismo agregó que las demás solicitudes tendrían que ser asumidas por la institución coordinadora (el ITCR). Señaló que esas necesidades no fueron originalmente planteadas, esto es, nunca se habló de esos otros costos para  la Administración, ni de aulas especiales, ni de equipamiento. El programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no se ha dado en ninguna aula especial, sino solo en aulas del ITCR. Lo único no predecible es el cambio de divisa por no haber hecho los cálculos correspondientes.
También planteó que “él conversaría al respecto para ver cómo atienden las cosas internamente” (con presupuesto del ITCR) . 
Adicionalmente, el Dr. Olman Segura manifiestó que el programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no podría estar en un constante cambio del monto de la colegiatura debido al incremento en el tipo de cambio del euro, pues en tal caso, cada vez que se produjera un incremento, habría que hacer otro ajuste al costo de la colegiatura.
En consecuencia, señaló debería pactarse un costo único con la Universidad de Valencia, que en este caso representa un incremento de ¢ 6 millones.
Por su parte, el Lic. Gastón Baudrit Ruiz, Asesor Legal del CONARE, manifestó que la suscripción de un convenio para posibilitar la participación de funcionarios de otras instituciones miembros del CONARE en el programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no sería conveniente pues eso las obligaría a someter el documento a un proceso de ratificación en algunas de las instituciones, por lo que el programa no podría iniciarse hasta que tenga el refrendo y la aprobación de cada una de ellas. 
El Lic. Gastón Baudrit agregó que de suscribirse algún documento, el más práctico sería un contrato con la Universidad. Agregó que, como son documentos independientes para cada Universidad, no se podría firmar un addendum al convenio principal que no han firmado.
El Lic. Gastón Baudrit además agregó que, tendría que  detenerse la ejecución del programa, por lo que recomendó firmar un documento equivalente, pero que no requiera la aprobación posterior por parte de los Consejos Universitarios, sino que sea algo más ejecutivo porque el programa ya se está desarrollando. 
Finalmente, el CONARE acordó: 
· Aprobar, por esta vez, de los recursos del Fondo del Sistema para el 2008, un aporte extraordinario de ¢6.000.000,00 para ayudar a cubrir el incremento en los créditos por materias del Programa de Doctorado con la Universidad de Valencia así como la diferencia cambiaria experimentada por el  euro. Asimismo, hacer ver a la coordinación del Programa que no podrán aprobarse más reajustes, ya que  no es atendible  estar en un constante cambio del monto de la colegiatura, ni en función de las variaciones cambiarias del euro...”(1).
En principio, si el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” adquiriera eficacia legal, el ITCR debería ingresar esos ¢ 6 millones recibidos del CONARE, procedentes del "Fondo del Sistema", en el  Presupuesto Extraordinario N° 1 del ITCR.  Sin embargo, esta asignación no se dio.
27. Cabe señalar que, a pesar de que este convenio carece de toda validez jurídica, al 17 de Abril del 2008 se han girado fondos para su ejecución por un total de ¢ 36. 500. 948, en código 5201-1320-6004, según el respectivo estado de ejecución de presupuesto.  Esto es, durante el primer trimestre ya se ha ejecutado más de la mitad del total de recursos solicitados a CONARE para financiar este proyecto.
28. Adicionalmente, en vista de que los gastos asociados al Programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no fueron adecuadamente estimados, el Rector solicitó al Consejo Institucional, mediante la “Modificación presupuestaria 1-2008”, realizar varios cambios en las partidas previamente definidas en el “Presupuesto ordinario 2008” para disponer de los ¢ 67 millones recibidos de parte de CONARE para cubrir ese programa.
Sin embargo, en vista de que el llamado “Convenio de adhesión” había entrado ya en fase de cuestionamiento, el Consejo Institucional dispuso no aprobar cambios en las partidas antes señalados.
29. En respuesta a esta decisión del Consejo Institucional, el M.Sc. Eugenio Trejos, mediante resolución de Rectoría RR-083-08 del 11-Abr-2008, ordenó pagar viajes a España, y viáticos con fondos tomados de la cuenta 5101-1111-0001-1540 de la Rectoría para ser usados en el Programa de Doctorado con la Universidad de Valencia.
Es importante señalar que esta disposición de utilizar recursos destinados a cubrir gastos de la Administración superior contraviene lo dispuesto por la Ley de Administración Financiera y de Presupuestos Públicos de la República, la cual en el Artículo 110, señala como hechos generadores de responsabilidad administrativa “El empleo de los fondos públicos con finalidades diferentes de aquellas a las que están destinados” (inciso e), y “La autorización o realización de compromisos o erogaciones sin que exista contenido económico suficiente, debidamente presupuestado”. (inciso f)
VII. Normativa interna y externa aplicable al análisis del trámite de aprobación y ejecución de los convenios entre el ITCR y la Universidad de Valencia 
30. La suscripción de Convenios Marcos y Cartas de Entendimiento por parte del Instituto debe realizarse de acuerdo con lo establecido en las siguientes disposiciones:
a. El “Manual de Normas y Procedimientos para la Firma de Convenios en los que participe el Instituto Tecnológico de Costa Rica”, elaborado por la Dirección de Proyectos de la Vicerrectoría de Investigación y Extensión, según nota R-423-05, del 12 de octubre del 2005, publicado en la Gaceta del ITCR No. 192.
b. El “Reglamento para la tramitación de Convenios y Cartas de Entendimiento del ITCR”, aprobado por el Consejo Institucional en la Sesión  No. 1989, Artículo 7, del 30 de abril de 1998 (Gaceta del ITCR No. 95)
c. Las “Normas de Presupuesto del ITCR”, acuerdo de la Sesión No. 1887, Artículo, 13 del 30 de mayo de 1996 (Gaceta del ITCR No. 70) las cuales disponen:
Norma 5.	Previo a la firma de todo convenio, contrato o acción similar que no sea de índole administrativa y que implique compromisos financieros deberá ser elaborado por la Dirección de Cooperación, en coordinación con el responsable del Programa Presupuestario correspondiente y la Oficina de Planificación Institucional.  El mismo debe ser dictaminado por la Vicerrectoría de Administración con la evaluación respectiva de su impacto presupuestario, junto a los dictámenes de Asesoría Legal y de la Auditoría Interna.  Cuando corresponda, el convenio o contrato deberá ser refrendado por la Contraloría General de la República.
31. De acuerdo con la normativa citada, previo a la firma  de cualquier convenio se requiere, en coordinación con la Dirección de Cooperación, de la participación de las siguientes instancias institucionales:
a. La Oficina de Planificación Institucional, la cual emitir un dictamen sobre su pertinencia con los planes institucionales.
b. La Oficina de Asesoría Legal, la cual emitir un dictamen sobre su viabilidad legal.
c. La Vicerrectoría de Administración, la cual emitir un dictamen sobre su viabilidad financiera. 
32. Ley General de Administración Pública (Sobre la eficacia del acto administrativo)
Artículo 145.-
1. Los efectos del acto administrativo podrán estar sujetos a requisitos de eficacia, fijados por el mismo acto o por el ordenamiento.
2. Los requisitos de eficacia producirán efecto retroactivo a la fecha del acto administrativo, salvo disposición expresa en contrario del ordenamiento.
3. Cuando el acto requiera autorización de otro órgano la misma deberá ser previa.
4. Cuando el acto requiera aprobación de otro órgano, mientras ésta no se haya dado, aquél no será eficaz, ni podrá comunicarse, impugnarse ni ejecutarse.”
33. Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública 
Artículo 3.- Deber de probidad.
El funcionario público estará obligado a orientar su gestión a la satisfacción del interés público. Este deber se manifestará, fundamentalmente, al identificar y atender las necesidades colectivas prioritarias, de manera planificada, regular, eficiente, continua y en condiciones de igualdad para los habitantes de la República; asimismo, al demostrar rectitud y buena fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones que adopte en cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la que se desempeña y, finalmente, al administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente.
Artículo 4.- Violación al deber de probidad.
Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que procedan, la infracción del deber de probidad, debidamente comprobada y previa defensa, constituirá justa causa para la separación del cargo público sin responsabilidad patronal.
Artículo 38.- Causales de responsabilidad administrativa.
Sin perjuicio de otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios, tendrá responsabilidad administrativa el funcionario público que:
f) Con inexcusable negligencia, asesore o aconseje a la entidad donde presta sus servicios, a otra entidad u órgano públicos, o a los particulares que se relacionen con ella.
Artículo 41.- Criterios por considerar.
Las sanciones estipuladas en la presente Ley serán impuestas por las infracciones anteriormente tipificadas que hayan sido cometidas con dolo o culpa grave. Para valorar la conducta del presunto responsable se tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes factores:
a) La efectiva lesión a los intereses económicos de la Administración Pública y la cuantía de los daños y perjuicios irrogados.
b) El éxito obtenido en el logro de los resultados no deseados por el ordenamiento jurídico o en el enriquecimiento o favorecimiento del autor de la infracción o de terceros, así como el empeño puesto en procurarlos.
c) El impacto negativo en el servicio público.
e) El rango y las funciones del servidor; se entiende que, a mayor jerarquía y complejidad de estas, mayor será la obligación de apreciar la legalidad, oportunidad y conveniencia de los actos que se dictan, autorizan o ejecutan.
34. Ley general de control interno.
Artículo 39.—Causales de responsabilidad administrativa. 
El jerarca y los titulares subordinados incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, si incumplen injustificadamente los deberes asignados en esta Ley, sin perjuicio otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios.
…
Cuando se trate de actos u omisiones de órganos colegiados, la responsabilidad será atribuida a todos sus integrantes, salvo que conste, de manera expresa, el voto negativo.
35. Ley de Administración Financiera y de Presupuestos Públicos de la República:  
TÍTULO X
RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD
ARTÍCULO 107.-		Principio de legalidad 
	Los actos y contratos administrativos dictados en materia de administración financiera, deberán conformarse sustancialmente con el ordenamiento jurídico, según la escala jerárquica de sus fuentes. Se presume la legalidad de los actos y las operaciones de órganos y entes públicos sujetos a la presente Ley, pero se admitirá prueba en contrario.
 ARTÍCULO 108.-	Criterios de valoración de anomalías
	Todo servidor público responderá, administrativa y civilmente, por el desempeño de sus funciones, deberes y atribuciones asignados al cargo, cuando en su conducta medie dolo, culpa o negligencia, sin perjuicio de las responsabilidades penales. Para tal valoración, se tomarán en cuenta, entre otros aspectos, los siguientes: 
…
b)	El rango y las funciones del servidor. Se entenderá que a mayor jerarquía y complejidad de las tareas, mayor será el deber de apreciar la legalidad y conveniencia de los actos que se dictan o ejecutan.
…
d)	La existencia de canales apropiados de información gerencial y la posibilidad de asesorarse con profesionales especializados.
….
 ARTÍCULO 109.- Debido proceso
	Toda responsabilidad será declarada de acuerdo con los procedimientos administrativos de la Ley General de la Administración Pública y demás aplicables a la entidad competente, asegurando a las partes, en todo caso, las garantías constitucionales relativas al debido proceso y la defensa previa, real y efectiva, y sin perjuicio de las medidas preventivas procedentes.
 ARTÍCULO 110.- Hechos generadores de responsabilidad administrativa
	Además de los previstos en otras leyes y reglamentaciones propias de la relación de servicio, serán hechos generadores de responsabilidad administrativa, independientemente de la responsabilidad civil o penal a que puedan dar lugar, los mencionados a continuación:
…
b)	La omisión, el retardo, la negligencia o la imprudencia en la preservación y salvaguarda de los bienes o derechos del patrimonio público o la adopción de acciones dolosas contra su protección, independientemente de que se haya consumado un daño o lesión.
…
e)	El empleo de los fondos públicos sobre los cuales tenga facultades de uso, administración, custodia o disposición, con finalidades diferentes de aquellas a las que están destinados por ley, reglamento o acto administrativo singular, aun cuando estas finalidades sean igualmente de interés público o compatibles con los fines de la entidad o el órgano de que se trate. 
Asimismo, los funcionarios competentes para la adopción o puesta en práctica de las medidas correctivas serán responsables, si se facilita el uso indebido, por deficiencias de control interno que deberían haberse superado razonable y oportunamente. 
f)	La autorización o realización de compromisos o erogaciones sin que exista contenido económico suficiente, debidamente presupuestado.
…
l)	El nombramiento de un servidor con facultades de uso y disposición de recursos públicos, que no reúna las condiciones exigidas por el ordenamiento jurídico o los manuales y las reglamentaciones internas, o darle al servidor posesión del cargo sin rendir previamente la caución que ordena esta Ley.
…
o)	Apartarse de las normas técnicas y los lineamientos en materiapresupuestaria y contable emitidos por los órganos competentes.
…
q)	Permitir a otra persona manejar o usar los bienes públicos en forma indebida.
SE PROPONE:
I. [bookmark: gjdgxs]Acciones relacionadas con la ejecución del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” 
a. Declarar carente de toda eficacia jurídica el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, con fundamento en el cual se inició en enero del 2008 el “Programa de Formación de Doctores en Dirección de Empresas” con la Universidad de Valencia.
b. [bookmark: 30j0zll]Ordenar a la Administración suspender de manera inmediata la ejecución presupuestaria de todos los alcances contemplados en y/o relacionados con el convenio mencionado, por el tiempo mínimo necesario para que el nuevo “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia y las universidades públicas nacionales”, presentado por la Administración al Consejo Institucional sea aprobado por este órgano colegiado y con ello adquiera la eficacia jurídica necesaria para su ejecución.
II. Medidas orientadas a determinar las causas que originaron un trámite incorrecto del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”
c. [bookmark: 1fob9te]Solicitar a la Dirección de Cooperación, rendir al Consejo Institucional en un plazo de 10 días hábiles contados a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, un informe detallado del seguimiento y control dado por esa dirección al trámite de aprobación y suscripción del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” en términos de “la sucesión sistemática y ordenada de las operaciones” realizadas por las diferentes partes involucradas en la aprobación de dicho convenio (gestor, director de la escuela, Consejo de Escuela, Dirección de Cooperación, Departamento Financiero-Contable, Oficina de Planificación Institucional, Oficina de Asesoría Legal, Rectoría y Consejo Institucional), el cual incluya las referencias a los oficios que sustentan tal seguimiento y control.
d. [bookmark: 3znysh7]Solicitar al Director de la Escuela de Administración de Empresas, rendir al Consejo Institucional en un plazo de 10 días hábiles contados a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, un informe en el que se explique: 
i. El cumplimiento de las responsabilidades que conforme al “Manual de normas y procedimientos para la firma de convenios en los que participe el ITCR” correspondieron al Director de la Escuela de Administración de Empresas y al Consejo de la Escuela de Administración de Empresas en el proceso de trámite y aprobación del “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia”
ii. El mecanismo convocatoria utilizado para informar respecto a las condiciones que deberían reunir los aspirantes a participar en el “Programa de Doctorado Interuniversitario en Dirección de Empresas”.
iii. El proceso de selección de las personas a las que inicialmente se les otorgó el derecho de participar en este programa, el cual se refiera a la cantidad de participantes por universidad  y a los criterios de selección utilizados.
III. Medidas orientadas a evaluar el proceso de aprobación y ejecución de convenios internacionales suscritos por el ITCR
e. Solicitar a Auditoría Interna incluir en el “Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Interna” del año 2009 la elaboración de un “Informe de fiscalización” para ser presentado al Consejo Institucional, el cual se refiera a los siguientes aspectos:
i. Evaluación del cumplimiento de la normativa interna y externa a la que está sujeta el ITCR en materia de convenios, durante los últimos 2 años, por los funcionarios e instancias involucradas en la oportuna y correcta gestión de los convenios suscritos, ejecutados y/o que se encuentren actualmente en trámite. 
ii. Evaluación del cumplimiento de la normativa interna en el trámite seguido para otorgar becas de estudios a los funcionarios del ITCR que participan en programas de estudios establecidos vía convenios específicos con universidades extranjeras. 
f. Solicitar a la Dirección de Cooperación, rendir al Consejo Institucional en un plazo de 20 días hábiles contados a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, un informe respecto a los convenios internacionales suscritos por el ITCR que involucren uso de recursos públicos incluidos en el presupuesto institucional, se encuentren en ejecución sin haber sido aprobados por parte del Consejo Institucional y/o se hayan otorgado becas con cargo al presupuesto institucional sin contar con la probación del Comité de Becas.
IV. Establecimiento de responsabilidades aplicables a la conducta presuntamente seguida por los funcionarios del Instituto relacionados con el trámite y ejecución del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”
g. Solicitar al Rector inhibirse de actuar en las diligencias asociadas a este caso y designar a uno de los integrantes del equipo de rectoría que lo sustituya, en forma interina, con el fin de que proceda conforme con lo dispuesto en la Convención Colectiva en sus artículos 69 y siguientes respecto a los funcionarios a quienes les aplica este cuerpo normativo, en el cumplimiento de las funciones que de acuerdo con la normativa aplicable le corresponden al Rector del Instituto. 
Esta solicitud se plantea con el propósito de impedir la invocación de nulidades en lo que respecta a la aplicación del debido proceso en la controversia dirigida al establecimiento de las responsabilidades que eventualmente le competan a los funcionarios del Instituto relacionados con este caso, excepto al mismo Rector. 
h. Remitir al Directorio de la AIR este acuerdo y una copia de la información contenida en el expediente de este caso, a efecto de que proceda como en derecho corresponde, en los extremos que apliquen a la conducta presuntamente seguida por el Rector en el trámite y ejecución del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, conforme a la normativa interna aplicable al manejo de este caso, y supletoriamente, por lo dispuesto por el Código de Trabajo.
i. Solicitar a la Administración aplicar en forma supletoria el Código de Trabajo a todos y cada uno de los funcionarios presuntamente involucrados en el proceso de formulación, revisión y trámite de aprobación así como de su ejecución del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, así como las responsabilidades civiles y administrativas que competan en caso de que así se llegue a determinar.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2568. 
ARTÍCULO 9.	Autorización a la Administración para proceder a ejecutar el “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED”
El señor Carlos Badilla presenta la propuesta denominada “Autorización a la Administración para proceder a ejecutar el “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED”, elaborada por la Comisión de Planificación y Administración, adjunta a la carpeta de esta acta.
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta sustitutiva denominada:  “Aprobación de la ejecución del “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED”, elaborada por la Presidencia, la cual dice: 
CONSIDERANDO QUE:
1. Actualmente la Universidad de Valencia imparte un “Programa de Doctorado Interuniversitario en Dirección de Empresas” dirigido a preparar un grupo de aproximadamente 30 profesores de las cuatro universidades estatales nivel de doctorado en esta especialidad.
2. Este programa se imparte con fundamento en los siguientes documentos:
a. La Carta de entendimiento entre la Universidad de Valencia y el ITCR (en adelante conocida como “Carta de entendimiento”)
	Documento suscrito el 30 de noviembre del 2004 entre el Dr. José Pla Barber, Director del Departamento de Dirección de Empresas de la Universidad de Valencia y el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, con el objetivo de “preparar un grupo de aproximadamente 30 profesores de la Escuela de Administración de Empresas del ITCR a nivel de doctorado en Dirección de Empresas de la Universidad de Valencia” (Cláusula segunda), con una cuantía estimada de ¢ 21 millones (Cláusula octava). 
b. Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED (en adelante conocido como “Convenio de adhesión”)
	Documento suscrito el 28 de enero del 2008, por el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, la Dra Yamileth González García Rectora de la UCR, el Dr. Olman Segura Bonilla, Rector de la UNA y el M.Sc. Rodrigo Arias Camacho, Rector de la UNED, con el objetivo de “formalizar la adhesión de la UCR, UNA y UNED al convenio específico que existe entre la Universidad de Valencia y el ITCR …” (Cláusula primera), con una cuantía estimada cercana a ¢ 67 millones (Cláusula décima).
c. Convenio de colaboración celebrado entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED
	Documento suscrito el 21 de abril del 2008 por el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, la Dra. Yamileth González García Rectora de la UCR, el Dr. Olman Segura Bonilla, Rector de la UNA y el M.Sc. Rodrigo Arias Camacho, Rector de la UNED, el cual tiene entre otros objetivos “Formar y desarrollar doctores de las cuatro universidades públicas costarricenses especializados en Dirección de Empresas…” (Cláusula primera)
RESULTANDO QUE:
1. En la Sesión No.  2557, del 8 de mayo del 2008, el señor Rector Eugenio Trejos Benavides presentó el “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED” para conocimiento por parte del Consejo Institucional.
2. Urgen, para el desarrollo del Programa de Doctorado en Administración de empresas, las aprobaciones y modificaciones presupuestarias derivadas de la suscripción de dicho Convenio, por parte del Consejo Institucional.
3. El Consejo Institucional analizó el Convenio de marras y lo encontró, por el fondo, acorde con los intereses institucionales y con el marco de legalidad institucional.
SE PROPONE:
b. Aprobar el “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED” el cual está orientado a “formar y desarrollar doctores de las cuatro universidades públicas costarricenses especializados en Dirección de Empresas…”
c. Autorizar a la Administración para que realice las acciones y tome las decisiones que respeten el principio de legalidad y resulten necesarias para ejecutar los alcances el “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED” con el fin propósito de garantizar la continuidad del “Programa de Doctorado Interuniversitario en Dirección de Empresas” que fue iniciado por la Universidad de Valencia en Enero del 2008.
El señor Eugenio Trejos resume que lo que hizo fue simplificar la propuesta base eliminando las discusiones de orden legal, ya que de aquí en adelante todo está subsanado, por lo que solicita eliminar los aspectos del orden legal.
La señora Sonia Barboza adelanta que votará en contra de la propuesta porque deja por fuera dos aspectos: 1) la argumentación de fondo que considera necesaria que aparezca en el acuerdo,   2) deja por fuera el tema de la contratación de bienes y servicios, y 3) lo que tiene que ver con los eventuales faltantes que puedan presentarse ya que el mismo señor José Martinez dijo que podrían darse faltantes, porque si CONARE no los suple, se debe proteger el presupuesto institucional, no se faculta que si hay faltantes se pueda cubrir con recursos del Tecnológico.
El señor Eugenio Trejos externa que el tema de los recursos es claro que no se puede asignar un cinco del presupuesto institucional a personas ajenas a la Institución.  
El señor Isidro Álvarez considera que la palabra aprobar no cabe porque el Convenio está aprobado y además, es una obligación de la Administración hacerlo y esto  no aporta nada.
El señor Roberto Gallardo manifiesta que está de acuerdo con el señor Isidro Álvarez en cuanto al elemento del b.,  le gusta porque es llover sobre mojado sobre la propuesta anterior y queda subsanado en el hecho que se va a investigar y está conforme con esa parte, además, el acuerdo se puede divulgar en cualquier otra Institución sin necesidad de ver todo el problema de fondo que hubo para lograrlo.
El señor Eugenio Trejos varía la palabra “aprobar” por “avalar” y elimina el inciso b.
El señor Carlos Badilla considera importante lo dicho por la señora Sonia Barboza sobre qué pasará con los faltantes.
El señor Eugenio Trejos acepta incluir un inciso c., el cual se toma de la propuesta base de la Comisión de Planificación y Administración.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 8 votos a favor, 0 en contra. 
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. Actualmente la Universidad de Valencia imparte un “Programa de Doctorado Interuniversitario en Dirección de Empresas” dirigido a preparar un grupo de aproximadamente 30 profesores de las cuatro universidades estatales nivel de doctorado en esta especialidad.
2. Este programa se imparte con fundamento en los siguientes documentos:
a. La Carta de entendimiento entre la Universidad de Valencia y el ITCR (en adelante conocida como “Carta de entendimiento”)
Documento suscrito el 30 de noviembre del 2004 entre el Dr. José Pla Barber, Director del Departamento de Dirección de Empresas de la Universidad de Valencia y el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, con el objetivo de “preparar un grupo de aproximadamente 30 profesores de la Escuela de Administración de Empresas del ITCR a nivel de doctorado en Dirección de Empresas de la Universidad de Valencia” (Cláusula segunda), con una cuantía estimada de ¢ 21 millones (Cláusula octava). 
b. Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED (en adelante conocido como “Convenio de adhesión”)
Documento suscrito el 28 de enero del 2008, por el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, la Dra Yamileth González García Rectora de la UCR, el Dr. Olman Segura Bonilla, Rector de la UNA y el M.Sc. Rodrigo Arias Camacho, Rector de la UNED, con el objetivo de “formalizar la adhesión de la UCR, UNA y UNED al convenio específico que existe entre la Universidad de Valencia y el ITCR …” (Cláusula primera), con una cuantía estimada cercana a ¢ 67 millones (Cláusula décima).
c. Convenio de colaboración celebrado entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED
Documento suscrito el 21 de abril del 2008 por el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, la Dra. Yamileth González García Rectora de la UCR, el Dr. Olman Segura Bonilla, Rector de la UNA y el M.Sc. Rodrigo Arias Camacho, Rector de la UNED, el cual tiene entre otros objetivos “Formar y desarrollar doctores de las cuatro universidades públicas costarricenses especializados en Dirección de Empresas…” (Cláusula primera)
RESULTANDO QUE:
1. En la Sesión No.  2557, del 8 de mayo del 2008, el señor Rector Eugenio Trejos Benavides presentó el “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED” para conocimiento por parte del Consejo Institucional.
2. Urgen, para el desarrollo del Programa de Doctorado en Administración de empresas, las aprobaciones y modificaciones presupuestarias derivadas de la suscripción de dicho Convenio, por parte del Consejo Institucional.
3. El Consejo Institucional analizó el Convenio de marras y lo encontró, por el fondo, acorde con los intereses institucionales.
En caso de que se produzca eventualmente algún faltante de fondos por estas razones, el Rector del ITCR deberá realizar las gestiones necesarias ante sus homólogos de las universidades involucradas para cubrir tales insuficiencias.
ACUERDA:
a. [bookmark: 2et92p0]Avalar el “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED” el cual está orientado a “formar y desarrollar doctores de las cuatro universidades públicas costarricenses especializados en Dirección de Empresas…”
b. Comunicar a la Administración que solo podrán percibir beneficios económicos otorgados por el ITCR (pago de matrículas y otras tasas relacionadas), para participar en programas de estudios amparados a convenios suscritos con otras universidades, aquellos funcionarios del Instituto que hayan tramitado la solicitud de esos beneficios al Comité de Becas con estricto apego a lo dispuesto por el Reglamento de becas para el personal, dicho Comité haya aprobado su concesión y hayan firmado los respectivos contratos de beca.
c. Comunicar a la Administración que no queda facultada para tramitar, por ninguna vía, la inclusión en el presupuesto institucional recursos adicionales para financiar cualquier eventual faltante de fondos para cubrir gastos realizados y/o por realizar por funcionarios y/o profesores de otras universidades nacionales estatales (UCR, UNA, UNED) que participen en el “Programa de Doctorado Interuniversitario en Dirección de Empresas”.
d. Comunicar.  ACUERDO. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2568. 
NOTA:  Se retira de la Sesión, el señor Roberto Gallardo, a las 12:30 a.m.
MOCIÓN DE ORDEN: El señor Eugenio Trejos al ser las 12:30 p.m., presenta moción de orden para ampliar el horario de la Sesión hasta las 2:00 p.m.  Se somete a votación y se obtiene 7 votos a favor 0 en contra.
ARTÍCULO 10.	Solicitudes de modificación a la normativa interna orientadas a mejorar el proceso de redacción, revisión, aprobación y ejecución de convenios suscritos por el Instituto
La señora Sonia Barboza presenta la propuesta denominada “Solicitudes de modificación a la normativa interna orientadas a mejorar el proceso de redacción, revisión, aprobación y ejecución de convenios suscritos por el Instituto”, elaborada por la Comisión de Planificación y Administración, adjunta a la carpeta de esta acta.
El señor Eugenio Trejos manifiesta que él desea presentar una propuesta sustitutiva con el fin de que sea discutida previamente, de conformidad con el Reglamento de Funcionamiento del órgano, de la Presidencia, la propuesta se  denomina: “Solicitudes de modificación a la normativa interna orientadas a mejorar el proceso de redacción, revisión, aprobación y ejecución de convenios suscritos por el Instituto” y dice:
CONSIDERANDO QUE:
1. La normativa institucional aplicable a la elaboración, negociación, aprobación y suscripción de Convenios se encuentra en distintos cuerpos normativos de la Institución.
2. La aplicación de dicha normativa ha generado discrepancias de interpretación ante presuntas antinomias, carencias y/o insuficiencias.
3. Tales discrepancias en la interpretación han generado un debate desgastante el interior del Consejo institucional, del cual se han derivado efectos negativos para los intereses institucionales, específicamente para la buena marcha del Programa de Doctorado en Dirección de Empresas, basado en los diversos Convenios suscritos por el Rector del ITCR con la universidad de valencia.
SE PROPONE:
a. Encomendar a la Oficina de Asesoría Legal formular y presentar al Consejo Institucional un proyecto de modificación al Reglamento de Convenios, el cual contribuya a evitar discrepancias hermenéuticas como las que se presentaron en el trámite de redacción, revisión, aprobación y ejecución de los diferentes convenios suscritos entre el ITCR y la Universidad de Valencia.  
Entre otras características, el proyecto de Reglamento de convenios solicitado debe presentar las siguientes novedades:
i. Actualizar la nomenclatura relacionada con la clasificación de convenios de forma tal que quede claramente establecida la diferencia entre convenios marco, convenios específicos, cartas de entendimiento, convenios de adhesión, adiciones y reformas, rescisión del convenio, responsabilidades personales y patrimoniales.
ii. Establecer específicamente un régimen de responsabilidades que defina las obligaciones que corresponden a cada una de las dependencias y funcionarios participantes en todas las etapas de aprobación y ejecución de convenios, incluido el administrador del convenio, y que también defina las sanciones derivadas de incumplimientos por su actuación dentro del proceso de aprobación y/o ejecución de convenios con los que tienen relación.
iii. Establecer un formato completo que favorezca redactar en forma correcta las cláusulas, que contenga cláusulas de exoneración de responsabilidad, responsabilidad solidaria y que contemple el régimen de sanciones ante un incumplimiento de un convenio.
iv. Establecer la responsabilidad que tiene la Oficina de Asesoría Legal de rendir un dictamen fundamentado y profundo con carácter vinculante para la Dirección de Cooperación y la Rectoría.
v. Establecer la obligación de todas las instancias involucradas en el trámite de aprobación de convenios (Consejo del Departamento promotor del convenio, Vicerrectoría de administración, Dirección de cooperación, Oficina de Planificación Institucional, Oficina de Asesoría Legal y Rectoría) de participar dentro del proceso, de acuerdo con la normativa vigente.
vi. Establecer la obligación de la Oficina de Planificación Institucional de brindar informes semestrales al Consejo Institucional respecto de todos los convenios suscritos que involucren la erogación de fondos públicos. 
vii. Regular de manera específica el refrendo interno que garantice la legalidad de los procedimientos y de los contenidos de los convenios a ser suscritos por el ITCR. 
b. Solicitar al Comité de Becas presentar al Consejo Institucional en un plazo de dos meses contados a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, una propuesta respecto los criterios y el trámite para otorgar becas a funcionarios aspirantes a participar en programas de estudios establecidos vía convenios específicos con otras universidades nacionales o extranjeras, la cual contemple:
i. [bookmark: tyjcwt]Políticas específicas o lineamientos que deben orientar el otorgamiento de becas a funcionarios del Instituto que soliciten participar en este tipo de programas.
ii. Posibles modificaciones que, el Comité de Becas considere conveniente introducir al Reglamento de Becas para garantizar que, en el proceso de selección de los participantes y de otorgamiento de beneficios económicos, se tomen en cuenta al menos los siguientes aspectos:
· Los beneficios económicos otorgados a los funcionarios del Instituto candidatos a beca para participar en ese tipo de programas deban ser concedidos por el Comité de Becas.
· Los funcionarios del Instituto solicitantes de beca para participar en ese tipo de programas, cumplan todos los procedimientos y obligaciones establecidos para el resto del personal por el Reglamento de Becas.
· Los funcionarios a quienes el Comité de Becas le apruebe una beca para participar en ese tipo de programas deban suscribir el respectivo contrato de beca.
· La convocatoria de participación permita la inscripción, en condiciones efectivas de igualdad para todos los funcionarios del Instituto que satisfagan los requisitos establecidos.
· La convocatoria de participación se realice con la adecuada anticipación y utilizando los medios oficiales de comunicación vigentes en el Instituto, incluidos los medios electrónicos disponibles los cuales tendrán carácter oficial para tal efecto, de modo que se cuente con tiempo suficiente para realizar su selección, otorgamiento de becas por parte del Comité de Becas antes de que inicie el respectivo programa de estudios. 
· Los requisitos de participación sean establecidos por la universidad que imparte el programa, pero la selección de los participantes sea realizada por el ITCR, sin perjuicio de que la universidad que imparte el programa pueda objetar la participación de candidatos seleccionados por el ITCR que no satisfagan los requisitos de selección.
El señor Isidro Álvarez externa su duda respecto al inciso 4. considera que esa es  una oficina asesora y su dictámenes no son vinculantes, pero si se quiere mantener de ese modo puede hacerse hasta tanto no se revise  la normativa.
El señor Carlos Badilla agrega que se puede ajustar porque la Ley dice que los dictámenes de carácter técnico son vinculantes, excepto que de manera fundamentada la persona plantee lo contrario.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 8 votos a favor, 0 en contra.  
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La normativa institucional aplicable a la elaboración, negociación, aprobación y suscripción de Convenios se encuentra en distintos cuerpos normativos de la Institución.
2. La aplicación de dicha normativa ha generado discrepancias de interpretación ante presuntas carencias y/o insuficiencias.
ACUERDA:
a. Encomendar a la Dirección de Cooperación, con el apoyo de la Oficina de Asesoría Legal, formular y presentar al Consejo Institucional en un plazo de dos meses contados a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, un proyecto de modificación al “Reglamento para la tramitación de convenios y cartas de entendimiento” y al “Manual de Normas y Procedimientos para la Firma de Convenios en los que participe el Instituto Tecnológico de Costa Rica”, el cual contribuya lograr un adecuado trámite de redacción, revisión, aprobación y ejecución de los diferentes convenios suscritos entre el ITCR y otras universidades,  organizaciones o empresas.  
Entre otras características, el proyecto solicitado de modificación a la normativa de convenios debe presentar las siguientes novedades:
i. Actualizar la nomenclatura relacionada con la clasificación de convenios de forma tal que quede claramente establecida la diferencia entre convenios marco, convenios específicos, cartas de entendimiento, convenios de adhesión, adiciones y reformas, rescisión del convenio, responsabilidades personales y patrimoniales.
ii. Establecer un régimen de responsabilidades que defina las obligaciones que corresponden a cada una de las dependencias y funcionarios participantes en todas las etapas de aprobación y ejecución de convenios, incluido el administrador del convenio.
iii. Establecer un formato completo que favorezca redactar en forma correcta las cláusulas, que contenga cláusulas de exoneración de responsabilidad, responsabilidad solidaria y que contemple el régimen de sanciones ante un incumplimiento de un convenio.
iv.     Establecer la responsabilidad que tiene la Oficina de Asesoría Legal de rendir un dictamen fundamentado y profundo que sirva de insumo para la toma de decisiones en los órganos competentes.
v.    Establecer la obligación de todas las instancias involucradas en el trámite de aprobación de convenios (Consejo del Departamento promotor del convenio, Vicerrectoría de administración, Dirección de cooperación, Oficina de Planificación Institucional, Oficina de Asesoría Legal y Rectoría) de participar dentro del proceso, de acuerdo con la normativa vigente.
vi.     Establecer la obligación de la Oficina de Planificación Institucional de brindar informes semestrales al Consejo Institucional respecto a todos los convenios suscritos que involucren la erogación de fondos públicos. 
vii.    Establecer una metodología que permita realizar el refrendo o aprobación interna de todos los convenios que garantice que ese tipo de instrumentos jurídicos adquiera eficacia legal con las condiciones técnicas y legales que correspondan.
viii. Solicitar al Comité de Becas presentar al Consejo Institucional en un plazo de dos meses contados a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, un proyecto de modificación a las políticas específicas y a la normativa institucional para el otorgamiento de becas, el cual contenga una propuesta respecto los criterios y el trámite para otorgar becas a funcionarios aspirantes a participar en programas de estudios establecidos vía convenios específicos con otras universidades nacionales o extranjeras, la cual contemple:
ix. Políticas específicas o lineamientos que deben orientar el otorgamiento de becas a funcionarios del Instituto que soliciten participar en este tipo de programas.
x. Posibles modificaciones que, el Comité de Becas considere conveniente introducir al “Reglamento de becas para el personal del Instituto Tecnológico de Costa Rica” para garantizar que, en el proceso de selección de los participantes y de otorgamiento de beneficios económicos, se tomen en cuenta al menos los siguientes aspectos:
· Los beneficios económicos otorgados a los funcionarios del Instituto candidatos a beca para participar en ese tipo de programas deban ser concedidos por el Comité de Becas.
· Los funcionarios del Instituto solicitantes de beca para participar en ese tipo de programas, cumplan todos los procedimientos y obligaciones establecidos para el resto del personal por el Reglamento de Becas.
· Los funcionarios a quienes el Comité de Becas le apruebe una beca para participar en ese tipo de programas deban suscribir el respectivo contrato de beca.
· La convocatoria de participación permita la inscripción, en condiciones efectivas de igualdad para todos los funcionarios del Instituto que satisfagan los requisitos establecidos.
· La convocatoria de participación se realice con la adecuada anticipación y utilizando los medios oficiales de comunicación vigentes en el Instituto, incluidos los medios electrónicos disponibles los cuales tendrán carácter oficial para tal efecto, de modo que se cuente con tiempo suficiente para realizar su selección, otorgamiento de becas por parte del Comité de Becas antes de que inicie el respectivo programa de estudios. 
· En caso de que los requisitos de participación sean establecidos por la universidad que imparte el programa, el ITCR se reserve el derecho de realizar la selección de los participantes, sin perjuicio de que la universidad que imparte el programa pueda objetar, de manera fundamentada, la selección realizada por el ITCR.
xi. Posibles cláusulas que, según el Comité de Becas, conviene contemplar en la convenios específicos suscritos con otras universidades nacionales o extranjeras para el desarrollo programas formales de estudios de nivel universitario con el propósito de garantizar, al menos, el cumplimiento de las siguientes restricciones:
· Las condiciones de participación a las que quedan sujetos los funcionarios de otras universidades que participan en este tipo de programas (tales como el otorgamiento de beneficios económicos, requisitos de participación, compromisos adquiridos, verificación de condiciones, sanciones derivadas de incumplimientos, etc.), sean establecidas y exigidas conforme a las normas aprobadas por dichas universidades.
· La concesión (pago) de beneficios económicos a los funcionarios de otras universidades para participar en este tipo de programas se realice con cargo a los presupuestos de las instituciones con las cuales tales personas han suscrito contrato laboral. 
xii. Comunicar.  ACUERDO. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2568. 
ARTÍCULO 11.	Costos de los Derechos de Graduación para los programas de doctorado
NOTA:  Se retira de la Sesión el señor Víctor Estrada, a las 12:58 p.m.
La señora Sonia Barboza presenta la propuesta denominada “Costos de los Derechos de Graduación para los programas de doctorado”, elaborada por la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, la cual dice:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 19 de mayo del 2008, recibió el memorando ViDa-403-2008, suscrito por la M.Sc. Giannina Ortiz Q. Vicerrectora de Docencia, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el acuerdo del Consejo de Docencia referente a “Costos derechos de graduación para el programa de Doctorado en Ciencias Naturales para el Desarrollo”, el cual se detalla a continuación:
“Considerando que:
1. El Consejo Permanente de Postgrado en su sesión No.2, artículo 5, del día 12 de mayo del 2008. acordó: Avalar la propuesta para que los costos derechos de graduación para el programa del Doctorado en Ciencias Naturales para el Desarrollo sea de ¢50.000,00 a partir del 2008.
2. El monto de 50.000,00 colones cubre los costos en que incurre en el TEC para atender esta actividad.”
ACUERDA:
1. Avalar la propuesta para que los costos derechos de graduación para el programa del Doctorado en Ciencias Naturales para el Desarrollo sea de ¢50.000,00 a partir 2008.
2. Remitir al Consejo Institucional para su aprobación.
Acuerdo firme”
2. La Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en reunión celebrada el jueves 05 de junio del 2007, según consta en la Minuta No. 207-08, conoció y analizó el oficio supra citado y dispuso solicitar a la Vicerrectoría de Docencia indicar cuáles fueron los criterios considerados para determinar el monto a cobrar por derechos de graduación para programas de doctorado.
3. La Vicerrectoría de Docencia, mediante oficio ViDa-535-2008 con fecha 24 de junio del 2008, remitió la información adicional sobre los derechos de graduación de programas de doctorado, en el cual indica:“


· El ITCR no cuenta en su estructura de cobros por derechos de graduación, a los programas de doctorado, pues solamente se cuenta con un programa del que se espera a los primeros graduados este año.
· El dinero recaudado por este monto se utiliza para trámites administrativos y operativos de la emisión de título y certificaciones correspondientes.
· El monto propuesto por el Consejo de Docencia, cubre estos trámites y mantiene una relación con lo cobrado actualmente para los diferentes programas, esto significa que es un poco mayor a lo solicitado en los programas de Maestría.”
4. Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en reunión realizada el 24 de julio del 2008, según consta en la Minuta Nº 211-08, analizó detalladamente los criterios expuestos por la Vicerrectoría de Docencia  y dispuso avalar la propuesta para que los costos de derechos de graduación sea de ¢50.000,00 (cincuenta mil colones), a partir del 2008 y elevar la propuesta al pleno, para la Sesión del jueves 31 de agosto del 2008.
SE PROPONE:
a. Establecer el  Costo de los Derechos de Graduación para el Programa del Doctorado en Ciencias Naturales para el Desarrollo en ¢50.000,00 a partir del 2008.
La señora Sonia Barboza comenta que ella considera que este monto se está definiendo sin contar con un estudio de costos, propone incluir un inciso b y se que se corrija el inciso a)  para que diga que se autoriza al menos con base en la inflación. Además, incluir un inciso b. para solicitar a la Administración que  realice las gestiones pertinentes ante el Consejo de Estudios de Postgrado para que elabore una estructura para la estimación de los costos de derechos de graduación para que sea utilizada  para todos los programas de postgrado.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 6 votos a favor, 0 en contra.  
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
5. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 19 de mayo del 2008, recibió el memorando ViDa-403-2008, suscrito por la M.Sc. Giannina Ortiz Q. Vicerrectora de Docencia, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el acuerdo del Consejo de Docencia referente a “Costos derechos de graduación para el programa de Doctorado en Ciencias Naturales para el Desarrollo”, el cual se detalla a continuación:
“Considerando que:
3. El Consejo Permanente de Postgrado en su sesión No.2, artículo 5, del día 12 de mayo del 2008. acordó: Avalar la propuesta para que los costos derechos de graduación para el programa del Doctorado en Ciencias Naturales para el Desarrollo sea de ¢50.000,00 a partir del 2008.
4. El monto de 50.000,00 colones cubre los costos en que incurre en el TEC para atender esta actividad.”
ACUERDA:
3. Avalar la propuesta para que los costos derechos de graduación para el programa del Doctorado en Ciencias Naturales para el Desarrollo sea de ¢50.000,00 a partir 2008.
4. Remitir al Consejo Institucional para su aprobación.
Acuerdo firme”
6. La Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en reunión celebrada el jueves 05 de junio del 2007, según consta en la Minuta No. 207-08, conoció y analizó el oficio supra citado y dispuso solicitar a la Vicerrectoría de Docencia indicar cuáles fueron los criterios considerados para determinar el monto a cobrar por derechos de graduación para programas de doctorado.
7. La Vicerrectoría de Docencia, mediante oficio ViDa-535-2008 con fecha 24 de junio del 2008, remitió la información adicional sobre los derechos de graduación de programas de doctorado, en el cual indica:“


· El ITCR no cuenta en su estructura de cobros por derechos de graduación, a los programas de doctorado, pues solamente se cuenta con un programa del que se espera a los primeros graduados este año.
· El dinero recaudado por este monto se utiliza para trámites administrativos y operativos de la emisión de título y certificaciones correspondientes.
· El monto propuesto por el Consejo de Docencia, cubre estos trámites y mantiene una relación con lo cobrado actualmente para los diferentes programas, esto significa que es un poco mayor a lo solicitado en los programas de Maestría.”
8. La Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en reunión realizada el 24 de julio del 2008, según consta en la Minuta Nº 211-08, analizó detalladamente los criterios expuestos por la Vicerrectoría de Docencia  y dispuso avalar la propuesta para que los costos de derechos de graduación sea de ¢50.000,00 (cincuenta mil colones), a partir del 2008 y elevar la propuesta al pleno, para la Sesión del jueves 31 de julio del 2008.
ACUERDA:
b. Establecer el  Costo de los Derechos de Graduación para el Programa del Doctorado en Ciencias Naturales para el Desarrollo en la suma de ¢50.000,00 (Cincuenta mil colones exactos), a partir del 2008, el cual deberá ser actualizado anualmente, al menos con base en la inflación.
c. Solicitar a la Administración que realice las gestiones pertinentes ante el Consejo de Estudio de Postgrados, para que se elabore una estructura para la estimación de los costos de derechos de graduación, para que sea utilizada en todos los programas de postgrados.
d. Comunicar.  ACUERDO. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2568. 
ARTÍCULO 12. 	Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el “Proyecto de Ley de Transparencia y acceso a la información pública, Expediente Legislativo N º 16198”
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada “Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el “Proyecto de Ley de Transparencia y acceso a la información pública, Expediente Legislativo N º 16198”, elaborada por la Presidencia, la cual dice:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 25 de junio del 2008, recibió Boleta de Comunicado, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector,  dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual traslada  Oficio CEN-29-08 de la Comisión Permanente Especial de Narcotráfico de la Asamblea Legislativa, en el que se consulta  respecto  el “Proyecto de Ley de Transparencia y acceso a la información pública”,  que se trabajo bajo el Expediente Legislativo No. 16198. 
2. Mediante el oficio SCI-428-2008, de 03 de julio del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, se  le traslada  el Proyecto de Ley de Transparencia y acceso a la información pública, Expediente Legislativo N º 16198, para el respectivo dictamen.
3. La Secretaría del Consejo Institucional recibió el oficio SCI-466-2008, con fecha 29 de junio del 2008, suscrito por la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite  las consideraciones de orden legal en relación con el Proyecto de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública,  el cual en lo conducente dice:
“La finalidad del Proyecto de Ley de Transparencia y acceso a la información pública, consiste en fomentar la transparencia en la actuación del funcionario público y regular el acceso a la información estatal.
A manera de referencia contextual para los miembros del ente colegiado se hace necesario referir algunos aspectos básicos sobre el tema, que tienen como finalidad otorgar mayores elementos de juicio que respalden la toma de la decisión del ente, mediante la votación, para ello  se citarán  algunos tópicos contemplados en el comentario de la obra del Dr. Ernesto Jinesta Lobo, denominada “Transparencia Administrativa y Derecho de Acceso a la Información Pública”,   que de manera puntual señala “Tenemos serios problemas hoy ya que hay un incremento en los índices de pobreza, un desarrollo institucional basado en el concepto de reducir el papel histórico del Estado, problemas de gobernabilidad, el reto de la corrupción como un mal que afecta a todos los ciudadanos. Frente a esto se ha venido fortaleciendo la participación de la sociedad civil organizada. Y también existen los mecanismos constitucionales y legales que vienen a ayudar al ciudadano a fortalecer su presencia en este sistema democrático, que están siendo reivindicados precisamente, con mecanismos como la transparencia administrativa y el derecho de acceso a la información pública. "Los últimos 10 años han sido profundamente decepcionantes", afirma Daniel Kaufmann, uno de los principales expertos internacionales en actividades anticorrupción. "Se ha hecho mucho, pero se ha logrado poco. Lo que estamos haciendo no está funcionando". Democracia, entendida como el gobierno del poder público en público. En estos días hemos vuelto a presenciar esa confusa actitud de parte de los funcionarios públicos respecto a los documentos que pueden salir a la luz pública y los que no. Nuevamente se vuelven a utilizar argumentos engañosos sobre criterios legales para negar el derecho de acceso a la información. Seguimos sin entender el porqué de estas actitudes. Será necesario volver a recordarles a los administradores públicos que el acceso a la información es irrestricto, que solo se limita por razones de secreto de Estado, el cual debe fundamentarse adecuadamente para ser definido como tal. Bien hace la Sala Constitucional en señalarlo. Y si lo llevamos a la práctica, encontramos que, la información pública se restringe y su acceso se limita arbitrariamente, y con ello se forman nubes negras alrededor del manejo de los recursos públicos. Se forjan telarañas que complican el acceso a la información pública y se recurre a excusas para ocultar información que debemos conocer todos los ciudadanos. Se niega la transparencia, que es elemento esencial para una correcta expresión de la democracia participativa. Esto debe modificarse radicalmente. La era del oscurantismo ya no existe, la transparencia administrativa tiene por objeto no solamente los documentos administrativos contentivos de la información sobre las decisiones administrativas adoptadas, sino el entero desenvolvimiento de la actuación y gestión administrativa, y por ende, del procedimiento para adoptar tales decisiones políticas y administrativas fundamentales. Con estas palabras señala una serie de elementos básicos de la democracia, que es el derecho que tenemos todos los ciudadanos de estar informados sobre la utilización y gestión de los recursos públicos. Todos tenemos derecho a saber cómo se gastan y administran los recursos públicos. Pero también tenemos derecho a ser informados de manera que nos permita medir el desempeño de los entes públicos. El siglo que estamos demanda una Administración Pública totalmente diferente, absolutamente translúcida, cristalina, accesible y sencilla con elementos que complementan la transparencia administrativa tales como el derecho de acceso a la información, la evaluación de resultados, la rendición de cuentas, la motivación del acto, etc., y por supuesto, todo esto complementa esa transparencia administrativa que se esta reclamando continuamente por la ciudadanía. La transparencia administrativa al facilitar información, garantiza más ojos vigilando, y también visibiliza actos en que no se ha tomado en cuenta el interés público, sino que han privado otros intereses. En este punto quisiera referir a una pregunta que surge sobre si hay más corrupción ahora. Lo que pensamos es que se visibiliza más la corrupción, precisamente al existir más transparencia administrativa, todo lo contrario, los funcionarios públicos, que son simples depositarios temporales del poder público, tienen obligaciones fundamentales con los administrados, sobre todo en lo concerniente al correcto manejo de los bienes públicos. Entre ellas está la de proporcionar información adecuada y veraz a quienes la soliciten con fines de interés público, y a proteger la intimidad de las personas mediante la limitación de información que luego se pueda usar con fines de interés particular. Ambos tipos de obligaciones están garantizadas por la Constitución Política, y constituyen principios esenciales de la vida democrática .Es necesario que la actitud del funcionario público se modifique hacia la apertura, la transparencia, la rendición de cuentas. Estos cambios permitirán que conozcamos su labor, cómo se manejan nuestros recursos, y facilitan fiscalizar la función pública, que debe realizarse en forma cristalina, totalmente accesible y visible por todos los ciudadanos. No sigamos confundiendo los valores democráticos. El que nada debe nada teme, y por ello la información pública no debe limitarse ni ocultarse. El acceso a la información, de manera accesible, visible a todos, ofrece la posibilidad de mas cantidad de ojos puedan analizar la información y puedan opinar”.
También el Dr. Alfredo Chirino Sánchez, externa en el mismo orden de ideas lo siguiente: 


“… El acceso a la información es un requisito indispensable para alcanzar un verdadero Estado Democrático de Derecho, basado en valores tales como la transparencia y el respeto a la dignidad esencial de la persona.
Este derecho fundamental no es más que una parte esencial del derecho a la información, y no puede entenderse separado de este.
Los países de la región tienen una cultura administrativa reacia al acceso a la información, producto, principalmente, de una larga tradición de secreto y de reserva.  Para romper esta circunstancia, resulta indispensable no solo un cambio de cultura administrativa, sino también la realización práctica de los principios de acceso sugeridos.
Junto al desarrollo de la libertad de información y del derecho a expresar libremente el pensamiento, tiene un papel importante en el reconocimiento de estas garantías democráticas el respeto a la autodeterminación informativa.  Este último derecho es una reivindicación indispensable en una coyuntura histórica donde las democracias se definen por la intensidad y dinamismo del flujo de informaciones: La persona también debe ser protegida en una sociedad que se automatiza.
Un listado de principios de acceso a la información debe contener, al menos, una declaración especial sobre el valor del acceso para combatir la corrupción y alcanzar una mayor participación de los ciudadanos en los asuntos de gobierno.  Además deben reconocerse procedimientos ágiles para que las personas accedan a las informaciones y no sean abrumadas por las ingentes cantidades de datos que pueden ser proveídos sobre cualquier materia de interés público. 
El costo razonable y proporcional al tipo de informaciones solicitadas es otro requisito esencial.
La administración pública debe ir creando una cultura de acceso, haciendo transparentes a los ciudadanos sus trámites y giros de actividad competencial, con el fin de que puedan permitir un control público de su gestión.
La rendición de cuentas, la transparencia y la participación civil parten de una base común: el acceso a la información, por lo cual deben estructurarse responsabilidades de los funcionarios para incentivar y propiciar el acceso a la información y la protección de los datos sensibles.   Las sanciones pueden ser de carácter penal, sin embargo, no deben de dejarse de lado las posibilidades de un derecho de intervención, que saque provecho de las opciones normativas provenientes del derecho civil y del mismo derecho administrativo.
La eficacia, en todo caso, de las leyes de acceso a la información pública, como la de cualquier otra legislación, depende de la voluntad de ponerlas en vigencia y del compromiso de los ciudadanos por hacerlas valer en la cotidianeidad, rasgos indiscutibles de la lucha por la vigencia y realización de los derechos humanos, en general.
El papel de la información pública en las relaciones entre Estado y sociedad civil en general, y en la incidencia política en particular. La información que le permita a las organizaciones de la sociedad civil conocer cuán bien hacen su trabajo los gobiernos y las instituciones remite a un ámbito de temas tan amplio como la propia gestión pública desde la cantidad del presupuesto público hasta las prioridades para asignarlo, desde el contenido de las negociaciones comerciales hasta el resultado de las acciones contra la pobreza”.
RECOMIENDA:
“Apoyar en todos sus extremos la excitativa de ley, toda vez que la misma es conteste con la normativa legal, así como con las políticas generales y específicas intrainstitucionales, mismas que en el Artículo 3 de la ley básica nuestra,  sea  el   Estatuto Orgánico del ITCR,  consignan  lo  siguiente “…  Para el cumplimiento de sus fines, el Instituto Tecnológico  de  Costa Rica se rige por los siguientes principios… La responsabilidad de los individuos y órganos del Instituto por las consecuencias de sus acciones y decisiones…”, del mismo cuerpo normativo el artículo 95 señala “…El Instituto Tecnológico de Costa Rica contará con un marco de Políticas Institucionales, como complemento de sus principios, con el propósito de orientar la toma de decisiones de corto y mediano plazo, la evaluación y la rendición de cuentas…”; a su vez las Políticas Generales en su numeral 16 señalan lo siguiente:  “Desarrollar todas las actividades institucionales, docentes y de apoyo a la academia, bajo el precepto moral de la transparencia e igualdad de oportunidades”, y del mismo cuerpo de disposiciones la número 17 señala “Garantizar la rendición de cuentas como práctica institucional en todas las actividades de la Institución”, aunado a que la transparencia en  el manejo de la información pública, guarda relación estricta con el contenido del precitado proyecto, mismo que redunda en una mejor racionalización  tanto de la actividad de la Administración como de los recursos públicos, materia prima para que la primera funcione de manera óptima, de ahí la importancia de que  el mismo  sea apoyado de manera integral por nuestra Institución."
4. Abundar y apartarse parcialmente del criterio legal vertido por la Asesoría  Legal del Consejo Institucional, en el sentido de que si bien el ITCR, apoya toda política de fortalecimiento de las garantías constitucionales, y las agendas que incluyan el mejoramiento del ejercicio de una ciudadanía plena,  el proyecto en revisión  no puede, como sugiere la Asesoría Legal del Consejo Institucional,  apoyarse en todos sus extremos incluyendo la redacción, pues a la misma se le observan sobre todo omisiones, y condiciones de redacción que pueden mejorarse y en consecuencia se sugiere  la siguiente redacción  resaltándose en verde lo sustitutivo.
SE PROPONE:
a. Dada la trascendencia del tema y la orientación mundial a la protección real del derecho a la información, como garantía constitucional del ejercicio de una ciudadanía completa,  capaz de generarse a partir de la verdad y la transparencia de la información que las instituciones del Estado producen y acumulan en el ejercicio cotidiano de sus poderes y funciones,  el Instituto Tecnológico de Costa Rica (ITCR) apoya la iniciativa de materializar en una ley esas aspiraciones de ciudadanía por las que tanto ha luchado la sociedad costarricense, uniéndose a la tendencia mundial de garantizar ese derecho con una normativa clara, elocuente, firme y certera pero que además, no vulnere la autonomía universitaria, que en el caso costarricense es de rango constitucional, debiendo el ITCR, propiciar los mecanismos de debido cumplimiento del derecho constitucional a la información ya sea adoptando los alcances de esta ley,  o como se hace sugiriendo la debida adecuación a la realidad de autogobierno de las Universidades Públicas, sin que signifique desprecio por la normativa nacional ni mucho menos al sagrado derecho de la información, la verdad y el ejercicio pleno de una ciudadanía participativa.
Por ello hace las siguientes observaciones al texto del articulado del  Proyecto, las cuales se destacan con subraya.
Sobre la definición:
Es necesario  definir en la ley la naturaleza misma  de esa garantía constitucional, que para este Consejo  Institucional es de naturaleza social, y no individual, dado que si bien se ejerce generalmente de manera personal su trascendencia es social, y tampoco se colona como un derecho personal absoluto, sino como la garantía social aparejada con la transparencia y verdad que debemos conocer como sociedad  y con esos instrumentos poder ejercer una verdadera ciudadanía participativa. 
Se proponen las siguientes redacciones señalando en verde las modificaciones a la propuesta en estudio:
ARTÍCULO 1.-  Finalidad de la ley
La presente Ley, tiene como finalidad promover y garantizar la transparencia de los funcionarios públicos, así como de regular y garantizar  el acceso a la información en poder del Estado, asegurando una participación ciudadana más crítica y activa, sin censura previa más que la excepciones que esta y otras leyes establecen.
ARTÍCULO 2.- Para efectos de la aplicación e interpretación de esta Ley, los siguientes términos, deben entenderse como:
Derecho de libertad a la información.  Aquel que tiene toda  persona de buscar, obtener, solicitar, divulgar,  información veraz, objetiva y oportuna  sobre asuntos en trámites, en curso, en archivos, en expedientes, documentos, registros, decisión administrativa o constancias de cualquier naturaleza en poder de las instituciones incluidas en la presente Ley, incluyendo los órganos  con autogobierno, y que para efectos de las universidades públicas y su autonomía  podrán autodefinir la confidencialidad dentro de la razonabilidad y proporcionalidad constitucional.
Información confidencial.  Todo tipo de información en manos de agentes del Estado o de cualquier institución pública que tenga relevancia con respecto a los datos médicos y psicológicos de las personas, la vida íntima de los particulares, incluyendo sus asuntos familiares, actividades maritales u orientación sexual, su historial penal y policíaca, su correspondencia y conversaciones telefónicas o aquellas mantenidas por cualquier otro medio audiovisual o electrónico, así como la información pertinente a los menores de edad.  Para efectos de esta Ley, también se considera como confidencial la información contenida en los registros individuales o expedientes de personal o de recursos humanos de los funcionarios, así como otros que contengan otras leyes incluyendo las que la autonomía universitaria de las universidades públicas, definan para su actividad, previamente y por normativa interna.
Información confidencial.  Todo tipo de información en manos de agentes del Estado o de cualquier institución pública que tenga relevancia con respecto a los datos médicos y psicológicos de las personas, la vida íntima de los particulares, incluyendo sus asuntos familiares, actividades maritales u orientación sexual, su historial penal y policíaca, su correspondencia y conversaciones telefónicas o aquellas mantenidas por cualquier otro medio audiovisual o electrónico, así como la información pertinente a los menores de edad.  Para efectos de esta Ley, también se considera como confidencial la información contenida en los registros individuales o expedientes de personal o de recursos humanos de los funcionarios, así como otros que contengan otras leyes incluyendo las que la autonomía universitaria de las universidades públicas, definan para su actividad, previamente y por normativa interna.
Información de acceso restringido.  Todo tipo de información en manos de agentes del Estado o de cualquier institución pública, cuya divulgación haya sido circunscrita únicamente a los funcionarios que la deben conocer en razón de sus atribuciones, de acuerdo con la ley, o de las partes en los procedimientos administrativos o procesos legales o por disposición  previa,  y aquella que las universidades fundamentada en los principios de razonabiidad y proporcionalidad de la autonomía universitaria definan como tal.
 Institución.  Toda agencia o dependencia del Estado, incluyendo las pertenecientes a los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones, el Ministerio Público, las entidades descentralizadas, autónomas y semiautónomas, los gobiernos locales, y los organismos no gubernamentales que hayan recibido o reciban, controlen o fiscalicen fondos, capital, intereses legítimos o bienes del Estado.
Principio de acceso público.  Derecho que tiene toda persona para solicitar, recibir y divulgar   información veraz, objetiva  y oportuna, en poder de las autoridades gubernamentales y de cualquier institución a la que haga mención esta Ley u otra conexa, en especial tratándose de su información personal.
Transparencia.  Deber de la Administración Pública de exponer, brindar, divulgar  y someter total y objetivamente  al escrutinio de la ciudadanía la información relativa a la gestión pública, al manejo de los recursos que la sociedad le confía, a los criterios que sustentan sus decisiones y a la conducta de los servidores públicos en los términos descritos en esta Ley y la Constitución Pública
ARTÍCULO 3.-    Entidades públicas obligadas
Para lo que corresponde en la presente Ley se entiende por entidades públicas, las establecidas en la Constitución Política de la República de Costa Rica, y las que se encuentren mencionadas como tales, en los artículos que corresponden a los título primero y título segundo de la Ley General de la Administración Pública, Ley N.º 6227, así como corporaciones, fundaciones y organismos no gubernamentales aunque tengan el carácter de privadas y sean encargadas de la provisión o administración de bienes o servicios públicos, o que mantengan convenios, contratos o cualquier forma contractual con instituciones públicas y/u organismos internacionales, siempre y cuando la finalidad de su función sea pública. Sobre las universidades públicas atendiendo a su derecho constitucional de autonomía,  podrán definir la confidencialidad de la información bajo criterios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad sin desmerecer la garantía constitucional a la información.
ARTÍCULO 4.-    El principio de publicidad de la información pública
 Todas las instituciones públicas de la República están sometidas al principio de publicidad de sus actividades y disposiciones, por lo tanto toda la información que posean se presume pública, salvo las excepciones previstas por normas constitucionales como legales.
 a)         Los funcionarios públicos son responsables de brindarla de acuerdo con el área de su competencia, para lo cual deberá preverse la infraestructura, organización, sistematización y publicación de la información pertinente a que se refiere esta Ley.
b)         El Estado debe adoptar las medidas necesarias para garantizar y promover la transparencia en el accionar de las entidades de la Administración Pública.
c)         El Estado esta obligado a entregar  en el plazo constitucional o por su naturaleza en un plazo razonable, la información que demanden las personas en aplicación del principio de publicidad, para lo cual cada entidad pública designará los funcionarios responsables de entregar la información solicitada, así como los sistemas necesarios para brindarla.
ARTÍCULO 5.-            Objetivos de la ley
 a)   Cumplir lo que dispone la Constitución Política de la República en cuanto al derecho ciudadano y garantía social  del libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público.
b)   Acatar lo dispuesto por las convenciones internacionales que sobre la materia ha suscrito legalmente nuestro país.
c)   Promover lo necesario para que toda persona pueda tener acceso a la información mediante procedimientos sencillos y expeditos.
d)  Ampliar la democracia política y el ejercicio de una ciudadanía plena, permitiendo la fiscalización de la Administración Pública y de los recursos públicos por los ciudadanos.
e)   Transparentar la gestión pública mediante la difusión de su información, a la vez motivando la rendición de cuentas a los ciudadanos.
f)     Mejorar la organización, clasificación y manejo de los documentos públicos.
g)  Facilitar participación efectiva ciudadana creando los mecanismos que garanticen el fiel cumplimiento de esta ley y la Constitución Política.
ARTÍCULO 6.-   Toda persona tiene derecho a solicitar, obtener y divulgar, con la debida justificación, la información de acceso público en poder o en conocimiento de las instituciones indicadas en la presente Ley.
Las empresas privadas que suministren servicios públicos con carácter de exclusividad, están obligadas a proporcionar la información que les sea solicitada por los usuarios del servicio, respecto a este.
ARTÍCULO 7.-   Toda persona tiene derecho a obtener y divulgar  su información personal contenida en archivos, registros o expedientes que mantengan las instituciones del Estado, y a solicitar sea corregida o eliminada información que sea incorrecta, irrelevante, incompleta o desfasada, por medio de los mecanismos pertinentes.
ARTÍCULO 8.-   El acceso público a la información será gratuito en tanto no se requiera la reproducción de esta.  Los costos de reproducción de la información estarán a cargo del solicitante.  En todo caso, las tarifas cobradas por la institución deberán incluir únicamente los costos de reproducción, para lo cual si el solicitante, suministrara los implementos necesarios para su reproducción, la administración, no debe de cobrar costo alguno.
 La información será suministrada en copia simple, o en su reproducción digital, sonora, fotográfica, cinematográfica o videográfica, según se peticione y sea técnicamente factible.
Para los efectos de prestar el servicio de acceso por medio de Internet, las instituciones deberán prever una oficina de consulta que tenga los medios electrónicos indispensables para ofrecer un servicio de acceso de calidad.  Esto se podrá lograr también por medio de órganos encargados de suministrar la  información, cuando por su presupuesto no pueda existir un departamento exclusivo para tal fin.
 ARTÍCULO 9.-  La petición se hará por escrito, pudiendo hacerse a mano,  en papel simple que deberá suministrarle la institución solicitada en caso necesario, personalmente o por medio de apoderado, el uso del correo electrónico será procedente, cuando la institución correspondiente disponga del mismo mecanismo para responderlo, detallando en la medida de lo posible la información que se requiere.  Cuando se solicite información personal, la misma debe ser solicitada personalmente, acreditándose el derecho que se tiene a la misma.
 ARTÍCULO 10.-  Las solicitudes, cuando no corresponden a datos personales, deberán contener lo siguiente:
1.-  Nombre del solicitante.
2.-  Número de cédula de identidad.
3.-  Dirección residencial o de su oficina.
4.-  Número telefónico donde puede ser localizado.
5.-  Medio por el cual se desea que sea enviada la información, en el entendido, que puede ser vía electrónica, fax o recogida la misma en la dependencias de la institución informante.
6-   La justificación del requerimiento de la información, que bastará el mero interés de informarse.
Tratándose de personas jurídicas, deberán detallarse los datos de inscripción y los datos personales de su representante legal.
 ARTÍCULO 11 El funcionario receptor tendrá diez días hábiles a partir de la fecha de la presentación de la solicitud, para contestarla por escrito, y, en caso de que esta no posea el o los documentos o registros solicitados, así lo informará.  Si el funcionario tiene conocimiento que otra institución tiene o pueda tener en su poder dichos documentos o documentos similares, estará obligado a indicárselo al solicitante.  De tratarse de una solicitud compleja o extensa, el funcionario informará por escrito, antes de los diez días hábiles señalados, la necesidad de extender y por cuánto  el término para recopilar y entregar  la información solicitada.
 Se deberá prever un mecanismo claro y simple de constancia de la entrega efectiva de la información al solicitante, que puede hacerse también por medio de correo electrónico cuando se disponga de tal facilidad y, en todo caso, cuando la solicitud hubiere sido presentada por esa vía.
En caso de que la información solicitada por la persona ya esté disponible al público en medios impresos tales como libros, compendios, trípticos, archivos públicos de la administración, así como también en formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hará saber la fuente, el lugar y la forma en que puede tener acceso a dicha información previamente publicada.
 ARTÍCULO 12.- Las instituciones del Estado están obligadas a brindar, a cualquier persona mayor o menor de edad  que lo requiera, información sobre el funcionamiento y las actividades que desarrollan, exceptuando únicamente las informaciones de carácter confidencial.
ARTÍCULO 22.-   Promoción del derecho de acceso a la información
 Todas las entidades que conforman el Sector Público y demás entes señalados en la presente Ley, deben implementar programas de difusión y capacitación dirigidos tanto a los servidores públicos como a la sociedad civil con el objetivo de una mayor y mejor participación ciudadana en la vida del Estado.
De igual forma las instituciones del sistema educativo preuniversitario y las universidades privadas deben desarrollar programas de actividades de conocimiento, difusión y promoción del derecho a la información pública de todos los costarricenses. Se sugiere a las Universidades Públicas atendiendo su derecho constitucional de autonomía, difundir, generar, propiciar y aplicar todos sus mecanismos internos  para garantizarle a la ciudadanía el  derecho constitucional de acceso a la información.
ARTÍCULO 23.-  El derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido cuando:
 1.- La información expresamente se encuentre clasificada como secreto de Estado, por una ley.
2.-  Se comprometa la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional.
3.-   Materias cuyo conocimiento público pueden afectar los intereses del país en negociaciones o tratos internacionales.
4.-  La que pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona, o causar serio perjuicio a las actividades de verificación del cumplimiento de las leyes, prevención o persecución de delitos.
5.-  La que por disposición expresa de una ley sea considerada confidencial, reservada, comercial reservada o gubernamental confidencial.
6.-  Se trate expedientes judiciales o de procedimientos administrativos que no hayan finalizado.  De la misma forma las investigaciones preliminares que por denuncia o por acto oficioso de la administración se realicen.
7.-   Los procedimientos de responsabilidad de los servidores públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa o la jurisdiccional definitiva.
8.-   La información que tiene por finalidad prevenir y reprimir la criminalidad en el país y cuya revelación puede entorpecerla.
9.-   La información referida a los datos personales cuya publicidad constituya una invasión de la intimidad personal y familiar.
10.- La información protegida por el secreto bancario.
11.- La que así se determine por las Universidades Públicas en ejercicio de su autonomía constitucional.  
ARTÍCULO 25.-  Las instituciones del Estado en el ámbito nacional y local, tendrán la obligación de permitir la participación de los ciudadanos en todos los actos de la Administración Pública que puedan afectar los intereses y derechos de grupos de ciudadanos, mediante las modalidades de participación ciudadana que al efecto establece la presente Ley velando siempre por el cumplimiento del principio de eficacia en el servicio público, con las excepciones que la autonomía universitaria, de las universidades públicas  implica.   Estos actos son, entre otros, los relativos a construcción de infraestructuras, tasas de valorización, zonificación y fijación de tarifas y tasas por servicios.
ARTÍCULO 26.- Sin perjuicio de las contempladas en otras leyes, se establece como modalidades de participación ciudadana en los actos de la Administración Pública, las siguientes:
 1.-    Consulta Pública.  Consiste en el acto mediante el cual la entidad estatal pone a disposición del público en general, información base sobre un tema específico y solicita opiniones, propuestas o sugerencias de los ciudadanos y/o de organizaciones estatales.
2.-     Audiencia pública.  Similar a la consulta pública, excepto que el acto de recibir sugerencias, opiniones o propuestas se realiza en forma personal ante la autoridad que corresponda, de acuerdo con el tema de que se trate.
3.-    Foros o talleres.  Reunión selectiva o pública de actores relevantes o afectados junto con la autoridad competente, que permita el conocimiento profundo sobre un tema o sirva de mecanismo de obtención de consenso o resolución de conflictos.
4.-   Participación directa en instancias institucionales.  Actuación de ciudadanos o representantes de organizaciones sociales en las instituciones públicas de consulta o toma de decisiones específicas.
5.-   Otras formas establecidas por la ley.
 Los entes obligados por la presenta Ley, con las salvedad que el autogobiernos de las universidades públicas significa,  deben de publicitar antes de la celebración de cualesquiera de los actos administrativos sujetos a participación ciudadana, el tipo de consulta a realizar, la cual debe de publicarse por los medios que aseguren una correcta participación de la ciudadanía, con el tiempo necesario para asegurar la afluencia. 
ARTÍCULO 27.-  Dentro de un plazo no mayor de seis meses, contado a partir de la entrada en vigencia de esta Ley, toda agencia o dependencia del Estado, incluyendo las pertenecientes a los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, las entidades descentralizadas, autónomas y semiautónomas, los gobiernos locales, de no tenerlos, establecerán y ordenarán la publicación en el Diario Oficial, sus respectivos Códigos de Ética para el correcto ejercicio de la función pública, se exceptúa de la obligación a las Universidades Públicas, quienes dentro de su autonomía universitaria deberán determinar los mecanismos de control y cumplimiento del mandato constitucional de derecho a la información.
El código de ética deberá incluir al menos  los siguientes aspectos:
Ámbito de Aplicación
Principios Generales
Principios Particulares
Prohibiciones
Impedimentos por incompatibilidad de funciones
Sanciones
Disposiciones Finales
La señora Sonia Barboza propone reconsiderar el documento porque no es común que este Órgano consigne en un acuerdo que se aparte del dictamen legal de la misma asesora  legal del Consejo, solicita posponer la discusión y votación de la propuesta  para que se reordene la propuesta.
El señor Eugenio Trejos retira la propuesta para revisarla y reformularla nuevamente.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2568. 
ARTÍCULO 13. 	Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el  “Proyecto de Ley sobre la Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada” Expediente Legislativo No- 16501”  
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada “Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el  “Proyecto de Ley sobre la Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada” Expediente Legislativo No- 16501”, elaborada por la Presidencia, la cual dice:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Constitución Política establece en su Artículo 79 la libertad de enseñanza, por lo que se garantiza la existencia de instituciones de educación superior privada.
2. El crecimiento de la educación superior privada constituye un fenómeno social desde la década de los años 70, en particular a partir de la implementación de un marco de políticas de regulación de la educación privada así como la aparición de nuevos desafíos a la educación superior en general, que implican su desarrollo y transformación en un mundo competitivo en el que cada vez se requiere de una mayor integración, coordinación y complementariedad de funciones estatales y privadas. Algunos de esos desafíos son:
a. Mejorar los aspectos cualitativos en los procesos de investigación y formación de estudiantes de nivel superior, en respuesta a las demandas de los sectores sociales y productivos.
b. Diversificar y actualizar los servicios de la educación superior.
c. Vincular el mundo de la educación superior con el mundo del trabajo y la producción.
d. Formar profesionales y actualizar su formación de conformidad con los avances tecnológicos.
e. Promover la equidad e igualdad de oportunidades.
f. Garantizar el funcionamiento de la educación superior, tanto pública como privada, priorizando el interés público y el bien común que todo proceso educativo debe perseguir, sin descuidar la promoción y protección de los legítimos intereses privados inherentes a la Educación Superior Privada.
3. Según lo apunta el Centro de Desarrollo Académico del Instituto Tecnológico de Costa Rica, el aseguramiento de calidad de la Educación Superior privada es una necesidad como garantía de calidad académica, del sano manejo de los recursos y de la integración de la educación superior privada a las normas y principios constitucionales que definen al proceso educativo –como un todo- a partir de su colocación como servicio y no como mercancía, como factor importante de solidaridad y movilidad social ascendente, y como constructor y promotor de los más profundos valores democráticos, entre ellos la conciencia crítica y el conocimiento preciso y comprometido con el Estado Social y Democrático de Derecho sobre el que se asienta, a pesar de amenazas y vulnerabilidades cada vez más graves contra la institucionalidad del país. El órgano responsable de velar por la calidad de la educación superior privada es el CONESUP, no obstante su labor no ha respondido a las necesidades del país en cuanto a seguimiento y evaluación de los programas y currículos. También muchas universidades privadas muestran importantes rezagos en materia de infraestructura, recursos, servicios de apoyo y políticas y actitudes académicas que debilitan su calidad. Es este el criterio fundamental sobre el cual debe basarse cualquier proyecto de Superintendencia, al que debe subordinarse todo quehacer académico –sea público o privado- en sus diversas manifestaciones de docencia, estudio, investigación y extensión. El proyecto presentado a nuestra consideración no parte de estos principios de rango constitucional y, en este sentido, se torna limitado e insuficiente.
4. Se presenta un análisis comparativo de ambas leyes:
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	Aspecto
	Ley CONESUP
	Proyecto de Ley SUGESP

	Fiscalización y control
	Conocimiento con carácter determinativo de las universidades privadas (art. 1)
	Universidades privadas e instituciones parauniversitarias (art. 3), además de instituciones autorizadas por el MEP aunque no sean UP (art. 4). Insiste en las UP en el art. 5.

	Periodicidad de reunión de la Junta Directiva
	Cada quince días (art. 4)
	Cada quince días (art. 9)

	Requisitos de creación de una universidad privada
	Estar legalmente constituida; establecer dos escuelas o una facultad; contar con personal docente capacitado; contar con profesionales para integrar organismos universitarios; presentar lista de carreras, plan de estudios y duración de cursos; presentar estatutos y reglamentos académicos; contar con recursos mínimos (biblioteca y laboratorios) (art. 6)
	Idénticos, salvo por el primero que no se menciona (art. 28)

	Periodo para pronunciamiento sobre apertura de universidad
	Cuatro meses (art. 7)
	Cuatro meses (art. 29)

	Autonomía universitaria
	Total (“gozarán de plena
libertad para la docencia, la investigación científica y la difusión de la cultura” (art. 9), para nombrar personal (art. 10) y establecer normas (art. 11), libertad de cátedra y culto (art. 16))
	Amplia, aunque se limita. La SUGESP puede dictar normas generales de observancia obligatoria para el establecimiento de sanas prácticas educativas (art. 5). Se dispondrá de un reglamento para las entidades supervisadas (art. 23), que establece situaciones de inestabilidad y formas de intervención (arts. 25, 26 y 27). Aunque el artículo 30 establece libertad de funcionamiento. Pueden nombrar su personal (art. 33). Cuentan con libertad de cátedra (art. 36).

	Participación estudiantil en autogobierno
	Al menos el 25% de representación (art. 10)
	Al menos el 25% de representación (art. 32)

	Rigor académico
	Planes de estudio similares a los de las universidades estatales o universidades de prestigio (art. 13)
	Educación superior privada implica investigación, docencia y estudio (art. 2). También deben contribuir con la solución de los problemas nacionales (art. 31). Planes de estudio similares  los de las universidades estatales o de reconocido prestigio (art. 34).

	Reconocimiento de títulos
	Títulos equivalentes a los de las universidades públicas o de prestigio (art. 13), reconocidos por los colegios profesionales (art. 14)
	Títulos equivalentes a los de las universidades públicas o de prestigio (art. 13), reconocidos por los colegios profesionales (art. 14)

	Sanciones
	Amonestación por escrito, suspensión de actividades por un año e incluso clausura (arts. 17, 18 y 19); se puede crear junta interventora (art. 21)
	Amplias sanciones, en función del grado de inestabilidad (arts. 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45 y 46).

	Beneficios
	Pueden usar activos públicos, pero deben contribuir con su mantenimiento (art. 20); pueden recibir préstamos de CONAPE o de los bancos públicos al más bajo interés para solventar necesidades de carácter prioritario
	No se menciona.

	Financiamiento
	No se indica.
	50% con recursos del MEP y 50% con recursos de sujetos fiscalizados (máximo 2% de ingresos brutos anuales de cada fiscalizado)


5. La presencia del Ministro de Economía, Industria y Comercio, o su representante, de un representante de las Cámaras Empresariales, y de dos representantes en situación de subordinación a las personas físicas o jurídicas propietarias de las universidades privadas (estudiantes y docentes) otorga a este Consejo Director un carácter  mayoritariamente al servicio de los intereses privados del quehacer de las instituciones de educación superior privada. Ciertamente, los legítimos intereses privados han de ser tutelados y protegidos, pero tratándose de una instancia de fiscalización –tal como la define el artículo 1 del Proyecto- en resguardo del “interés público”, la conformación del Consejo Director no debe ser tan “privatista”, sino más bien publicista, con presencia equilibrante, pero no mayoritaria, de representantes del interés privado. Por otra parte, no resulta conveniente ni oportuno integrar en una comisión fundamentalmente técnica en materia de educación privada, al jerarca de un ministerio cuyas funciones y competencias no tienen relación directa con los procesos de educación privada.
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6. El Artículo 2 menciona la investigación como una obligación de las universidades privadas, pero luego el proyecto no operativiza esta variable, por lo que la Superintendencia abordaría prioritariamente temas docentes.
7. El Artículo 7 contiene la prohibición a los miembros del Consejo Director, de ocupar cargos “en ningún centro de educación universitaria”. Debe precisarse que se trata de centros privados de educación universitaria o parauniversitaria.
8. El Artículo 14, inciso a) establece el carácter de apoderado generalísimo sin límite de suma para el Superintendente de la SUGESP, lo cual conlleva a una inadecuada hibris entre la figura del funcionario público que es tal superintendente –y por lo tanto, regido por el Derecho Administrativo- y figuras como gerentes o presidentes corporativos de instancias de Derecho Privado.
9. El Artículo 15 restringe el acceso a la información como bien público, lo que contraviene el principio de transparencia y rendición de cuentas del Sistema Universitario Estatal Costarricense. En el mundo, además, es ampliamente aceptado que las universidades deben rendir cuentas sobre su quehacer.
10. Es necesario armonizar el Proyecto, en lo tocante al nombramiento y funciones del Auditor interno, con lo que establece la Ley General de Control Interno.
11. El Artículo 11 inciso j y l parece conferir a la SUGESP potestades evaluativas, lo cual podría generar un conflicto de competencias, o en todo caso, confusión conceptual y complicaciones hermenéuticas en relación con las potestades de evaluación que, efectivamente, tienen instancias como el SINAES en virtud de la Ley 8256. Debe eliminarse del proyecto cualquier referencia a presuntas potestades o competencias “evaluativas” por parte de la superintendencia.
12. El Artículo 28 hace referencia al requisito de constitución de una universidad privada de contar con una biblioteca, pero este es ya un concepto muy superado en la sociedad del conocimiento.
13. El Artículo 29 debe ser expreso en cuanto al carácter “negativo” del silencio administrativo en el caso de la falta de pronunciamiento de la SUGESP ante solicitudes de constitución de universidades privadas, a fin de evitar que opere el silencio positivo, con las graves consecuencias que esto acarrearía al dejar abierta la posibilidad de que se constituyan y comiencen a operar universidades privadas sin cumplir con los requisitos administrativos y legales establecidos, al amparo del silencio de la Administración.
14. El Artículo 31 deja abierto un portillo formal para que la contribución “al estudio y a la solución de los problemas nacionales”, que debería ser uno de los pilares fundamentales del quehacer universitario, quede limitado al cumplimiento, por parte de los estudiantes, de determinada cantidad de horas de trabajo comunal. Este trabajo o servicio social, en sí mismo puede ser muy valioso, pero resulta insuficiente y reducido para el fin propuesto en el citado artículo.
15.  En términos generales, el proyecto deja sin regular, o deja en manos del propio Consejo Director, la regulación de materias que son reserva legal por referirse a derechos y garantías de rango constitucional. Esto conduce a eventuales roces de inconstitucionalidad y de ilegalidad que deben eliminarse con las ampliaciones normativas que el proyecto requiere, sobre todo en lo referente a las regulaciones sobre autorización, regulación, supervisión, fiscalización y vigilancia (Art. 11, inciso b.), sobre los “procedimientos, requisitos y plazos para la fusión o transformación de las instituciones universitarias” (inciso e) y a las normas atinentes a la constitución, traspaso, registro y funcionamiento de las instituciones universitarias (inciso f.)
SE PROPONE:
a. Instar respetuosamente a la Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, a no votar afirmativamente el Proyecto de  “Ley de Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada (SUGESP)”, Expediente N. 16.501”
b. Se solicita muy respetuosamente a la Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, reestructurar al  Consejo Nacional de  la Educación Superior -CONESUP- y dotarlo de mayores recursos, con el fin de fortalecer este organismo, dado que en su origen tiene las mismas funciones que las atribuidas en el Proyecto de Ley a la SUGESP.
La señora Sonia Barboza considera que con el criterio del CEDA,  la propuesta queda mucho más clara, en relación con  la propuesta presentada dos semanas atrás.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 6 votos a favor, 0 en contra.  
NOTA:  Se reincorpora a la Sesión, el señor Víctor Estrada, a la 1:46 p.m.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
5. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 04 de junio del 2008, recibió Boleta de Comunicado, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual adjunta Oficio CG-200-08 de la Asamblea Legislativa, en el cual solicitan criterio sobre el Proyecto  de Ley de Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada, bajo Expediente No. 16501. 
6. Mediante el oficio SCI-340-2008, de fecha 09 de junio del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, se trasladó el Proyecto  de Ley de Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada, bajo Expediente No. 16501, para que emitiera el respectivo dictamen.
7. La Secretaría del Consejo Institucional recibió el oficio SCI-398-2008, con fecha 25 de junio del 2008, suscrito por la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite dictamen legal del Proyecto de Ley sobre la “Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada” Expediente Legislativo No- 16.501.
8. En la Sesión No. 2566 del Consejo Institucional, celebrada el 03 de julio del 2008, se conoció el dictamen jurídico del Proyecto  de Ley de Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada, bajo Expediente No. 16501 y se dispuso trasladarlo al Centro de Desarrollo Académico y a la Oficina de Planificación Institucional, para que realizaran un análisis del citado proyecto y emitieran el criterio técnico sobre el mismo.
9. La Secretaría del Consejo del Institucional, con fecha 22 de julio del 2008, recibió el oficio CEDA-262-2008, suscrito por el M.A. Ulises Rodríguez, Director del Centro de Desarrollo Académico  (CEDA),    dirigido  a  la  Licda.   Bertalía   Sánchez,  Directora   Ejecutiva   de   la Secretaría  del Consejo Institucional, en el cual remite el criterio del CEDA sobre Proyecto  de Ley citado.
10. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 30 de julio del 2008, recibió oficio OPI-208-2008, suscrito por el M.A.E. Ronny Rodríguez, Director Oficina de Planificación Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite criterio técnico sobre Proyecto de Ley citado.
11. La Constitución Política establece en el Artículo 79 la libertad de enseñanza, por lo que se garantiza la existencia de instituciones de educación superior privada.
12. El crecimiento de la educación superior privada constituye un fenómeno social desde la década de los años 70, en particular a partir de la implementación de un marco de políticas de regulación de la educación privada así como la aparición de nuevos desafíos a la educación superior en general, que implican su desarrollo y transformación en un mundo competitivo en el que cada vez se requiere de una mayor integración, coordinación y complementariedad de funciones estatales y privadas. Algunos de esos desafíos son:
g. Mejorar los aspectos cualitativos en los procesos de investigación y formación de estudiantes de nivel superior, en respuesta a las demandas de los sectores sociales y productivos.
h. Diversificar y actualizar los servicios de la educación superior.
i. Vincular el mundo de la educación superior con el mundo del trabajo y la producción.
j. Formar profesionales y actualizar su formación de conformidad con los avances tecnológicos.
k. Promover la equidad e igualdad de oportunidades.
l. Garantizar el funcionamiento de la educación superior, tanto pública como privada, priorizando el interés público y el bien común que todo proceso educativo debe perseguir, sin descuidar la promoción y protección de los legítimos intereses privados inherentes a la Educación Superior Privada.
13. Según lo apunta el Centro de Desarrollo Académico esta Institución, “el aseguramiento de calidad de la Educación Superior Privada es una necesidad como garantía de calidad académica, del sano manejo de los recursos y de la integración de la educación superior privada a las normas y principios constitucionales que definen al proceso educativo –como un todo- a partir de su colocación como servicio y no como mercancía, como factor importante de solidaridad y movilidad social ascendente, y como constructor y promotor de los más profundos valores democráticos, entre ellos la conciencia crítica y el conocimiento preciso y comprometido con el Estado Social y Democrático de Derecho sobre el que se asienta, a pesar de amenazas y vulnerabilidades cada vez más graves contra la institucionalidad del país. El órgano responsable de velar por la calidad de la educación superior privada es el Consejo Nacional de Educación Superior Privada –CONESUP-; no obstante su labor no ha respondido a las necesidades del país en cuanto a seguimiento y evaluación de los programas y currículos. También muchas universidades privadas muestran importantes rezagos en materia de infraestructura, recursos, servicios de apoyo y políticas y actitudes académicas que debilitan su calidad. Es este el criterio fundamental sobre el cual debe basarse cualquier proyecto de Superintendencia, al que debe subordinarse todo quehacer académico –sea público o privado- en  sus  diversas  manifestaciones  de  docencia,  estudio, 
investigación y extensión. El proyecto presentado a nuestra consideración, no parte de estos principios de rango constitucional y, en este sentido, se torna limitado e insuficiente”.
14. Del análisis comparativo realizado de ambas leyes se extrae lo siguiente:
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	Aspecto
	Ley CONESUP
	Proyecto de Ley SUGESP

	Fiscalización y control
	Conocimiento con carácter determinativo de las universidades privadas (Art. 1)
	Universidades privadas e instituciones parauniversitarias (Art. 3), además de instituciones autorizadas por el MEP aunque no sean UP (Art. 4). Insiste en las UP en el Art. 5.

	Periodicidad de reunión de la Junta Directiva
	Cada quince días (Art. 4)
	Cada quince días (Art. 9)

	Requisitos de creación de una universidad privada
	Estar legalmente constituida; establecer dos escuelas o una facultad; contar con personal docente capacitado; contar con profesionales para integrar organismos universitarios; presentar lista de carreras, plan de estudios y duración de cursos; presentar estatutos y reglamentos académicos; contar con recursos mínimos (biblioteca y laboratorios) (Art. 6)
	Idénticos, salvo por el primero que no se menciona (Art. 28)


15. La Secretaría del Consejo del Institucional, con fecha 22 de julio del 2008, recibió el oficio CEDA-262-2008, suscrito por el M.A. Ulises Rodríguez, Director del Centro de Desarrollo Académico  (CEDA),    dirigido  a  la  Licda.   Bertalía   Sánchez,  Directora   Ejecutiva   de   la Secretaría  del Consejo Institucional, en el cual remite el criterio del CEDA sobre Proyecto  de Ley citado.
16. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 30 de julio del 2008, recibió oficio OPI-208-2008, suscrito por el M.A.E. Ronny Rodríguez, Director Oficina de Planificación Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite criterio técnico sobre Proyecto de Ley citado.
17. La Constitución Política establece en el Artículo 79 la libertad de enseñanza, por lo que se garantiza la existencia de instituciones de educación superior privada.
18. El crecimiento de la educación superior privada constituye un fenómeno social desde la década de los años 70, en particular a partir de la implementación de un marco de políticas de regulación de la educación privada así como la aparición de nuevos desafíos a la educación superior en general, que implican su desarrollo y transformación en un mundo competitivo en el que cada vez se requiere de una mayor integración, coordinación y complementariedad de funciones estatales y privadas. Algunos de esos desafíos son:
m. Mejorar los aspectos cualitativos en los procesos de investigación y formación de estudiantes de nivel superior, en respuesta a las demandas de los sectores sociales y productivos.
n. Diversificar y actualizar los servicios de la educación superior.
o. Vincular el mundo de la educación superior con el mundo del trabajo y la producción.
p. Formar profesionales y actualizar su formación de conformidad con los avances tecnológicos.
q. Promover la equidad e igualdad de oportunidades.
r. Garantizar el funcionamiento de la educación superior, tanto pública como privada, priorizando el interés público y el bien común que todo proceso educativo debe perseguir, sin descuidar la promoción y protección de los legítimos intereses privados inherentes a la Educación Superior Privada.
19. Según lo apunta el Centro de Desarrollo Académico esta Institución, “el aseguramiento de calidad de la Educación Superior Privada es una necesidad como garantía de calidad académica, del sano manejo de los recursos y de la integración de la educación superior privada a las normas y principios constitucionales que definen al proceso educativo –como un todo- a partir de su colocación como servicio y no como mercancía, como factor importante de solidaridad y movilidad social ascendente, y como constructor y promotor de los más profundos valores democráticos, entre ellos la conciencia crítica y el conocimiento preciso y comprometido con el Estado Social y Democrático de Derecho sobre el que se asienta, a pesar de amenazas y vulnerabilidades cada vez más graves contra la institucionalidad del país. El órgano responsable de velar por la calidad de la educación superior privada es el Consejo Nacional de Educación Superior Privada –CONESUP-; no obstante su labor no ha respondido a las necesidades del país en cuanto a seguimiento y evaluación de los programas y currículos. También muchas universidades privadas muestran importantes rezagos en materia de infraestructura, recursos, servicios de apoyo y políticas y actitudes académicas que debilitan su calidad. Es este el criterio fundamental sobre el cual debe basarse cualquier proyecto de Superintendencia, al que debe subordinarse todo quehacer académico –sea público o privado- en  sus  diversas  manifestaciones  de  docencia,  estudio, 
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 04 de junio del 2008, recibió Boleta de Comunicado, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual adjunta Oficio CG-200-08 de la Asamblea Legislativa, en el cual solicitan criterio sobre el Proyecto  de Ley de Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada, bajo Expediente No. 16501. 
2. Mediante el oficio SCI-340-2008, de fecha 09 de junio del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, se trasladó el Proyecto  de Ley de Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada, bajo Expediente No. 16501, para que emitiera el respectivo dictamen.
3. La Secretaría del Consejo Institucional recibió el oficio SCI-398-2008, con fecha 25 de junio del 2008, suscrito por la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite dictamen legal del Proyecto de Ley sobre la “Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada” Expediente Legislativo No- 16.501.
4. En la Sesión No. 2566 del Consejo Institucional, celebrada el 03 de julio del 2008, se conoció el dictamen jurídico del Proyecto  de Ley de Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada, bajo Expediente No. 16501 y se dispuso trasladarlo al Centro de Desarrollo Académico y a la Oficina de Planificación Institucional, para que realizaran un análisis del citado proyecto y emitieran el criterio técnico sobre el mismo.
	Periodo para pronunciamiento sobre apertura de universidad
	Cuatro meses (Art. 7)
	Cuatro meses (Art. 29)

	Autonomía universitaria
	Total (“gozarán de plena
libertad para la docencia, la investigación científica y la difusión de la cultura” (Art. 9), para nombrar personal (Art. 10) y establecer normas (Art. 11), libertad de cátedra y culto (Art. 16))
	Amplia, aunque se limita. La SUGESP puede dictar normas generales de observancia obligatoria para el establecimiento de sanas prácticas educativas (art. 5). Se dispondrá de un reglamento para las entidades supervisadas (art. 23), que establece situaciones de inestabilidad y formas de intervención (arts. 25, 26 y 27). Aunque el artículo 30 establece libertad de funcionamiento. Pueden nombrar su personal (art. 33). Cuentan con libertad de cátedra (art. 36).

	Participación estudiantil en autogobierno
	Al menos el 25% de representación (Art. 10)
	Al menos el 25% de representación (Art. 32)

	Rigor académico
	Planes de estudio similares a los de las universidades estatales o universidades de prestigio (Art. 13)
	Educación superior privada implica investigación, docencia y estudio (Art. 2). También deben contribuir con la solución de los problemas nacionales (Art. 31). Planes de estudio similares  los de las universidades estatales o de reconocido prestigio (Art. 34).

	Reconocimiento de títulos
	Títulos equivalentes a los de las universidades públicas o de prestigio (Art. 13), reconocidos por los colegios profesionales (Art. 14)
	Títulos equivalentes a los de las universidades públicas o de prestigio (Art. 13), reconocidos por los colegios profesionales (Art. 14)

	Sanciones
	Amonestación por escrito, suspensión de actividades por un año e incluso clausura (Arts. 17, 18 y 19); se puede crear junta interventora (art. 21)
	Amplias sanciones, en función del grado de inestabilidad (Arts. 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45 y 46).

	Beneficios
	Pueden usar activos públicos, pero deben contribuir con su mantenimiento (Art. 20); pueden recibir préstamos de CONAPE o de los bancos públicos al más bajo interés para solventar necesidades de carácter prioritario
	No se menciona.

	Financiamiento
	No se indica.
	50% con recursos del MEP y 50% con recursos de sujetos fiscalizados (máximo 2% de ingresos brutos anuales de cada fiscalizado)


5. La presencia del Ministro de Economía, Industria y Comercio o su representante, de un representante de las Cámaras Empresariales, y de dos representantes en situación de subordinación a las personas físicas o jurídicas propietarias de las universidades privadas (estudiantes y docentes), otorga a este Consejo Director un carácter  mayoritariamente al servicio de los intereses privados del quehacer de las instituciones de educación superior privada. Ciertamente, los legítimos intereses privados han de ser tutelados y protegidos, pero tratándose de una instancia de fiscalización –tal como la define el artículo 1 del Proyecto- en resguardo del “interés público”, la conformación del Consejo Director no debe ser tan “privatista”, sino más bien publicista, con presencia equilibrante, pero no mayoritaria, de representantes del interés privado. Por otra parte, no resulta conveniente ni oportuno integrar en una comisión fundamentalmente técnica en materia de educación privada, al jerarca de un ministerio cuyas funciones y competencias no tienen relación directa con los procesos de educación privada.
ACUERDA:
a. Instar respetuosamente a la Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, a no votar afirmativamente el Proyecto de  “Ley de Creación de la Superintendencia General de Educación Superior Privada (SUGESP)”, Expediente N. 16.501”
b. Se solicita muy respetuosamente a la Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, reestructurar al  Consejo Nacional de  la Educación Superior -CONESUP- y dotarlo de mayores recursos, con el fin de fortalecer este organismo, dado que en su origen tiene las mismas funciones que las atribuidas en el Proyecto de Ley a la SUGESP.
c. Comunicar.  ACUERDO. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2568. 
CAPÍTULO ASUNTOS DE FORO
ARTÍCULO 14.	Informe Preliminar sobre Conciliación solicitada respecto al Salario Escolar de los años 2003, 2004, 2005,  reportado por la CCSS
NOTA:  Este tema se traslada para la próxima sesión, en razón del tiempo.
CAPÍTULO ASUNTOS VARIOS
ARTÍCULO 15.	Invitación:  “Premio a la Empresa Editorial en Ciencia y Tecnología”
La señora Bertalía Sánchez recuerda a los integrantes del Consejo sobre la invitación del MICIT y el CONICIT,  a la entrega del Premio a la Empresa Editorial en Ciencia y Tecnología, por realizarse  el viernes 1º de agosto del año en curso, a las 5:00 p.m., en la que se premiará a la Empresa Editorial en Ciencia y Tecnología.
La señora Sonia Barboza externa que ese es  un día muy difícil  porque coincide con la romería, lo cual dificulta el traslado.
ARTÍCULO 16.	Informe de Prensa
La señora Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, comunica que recibió copia de Informe de Prensa correspondiente al 31 de julio del 2008, el cual ha sido circulado en el transcurso de esta Sesión.  (Documento adjunto a la carpeta de esta acta).
Siendo la una de la tarde con cuarenta y ocho minutos se levanta la Sesión.  
BSS/cmpm

[bookmark: _3dy6vkm]

image20.png




image05.png
Funcionesdel CONESUP
(Ley 6693, Art. 3)

Autorizar creacion de universidades
privadas{UP) (inc. a)
Aprobarestatutosy re glamentos
académicos de las UP {inc. b)
Autorizarescue lasy carreras, segln
estudio de OPES (inc. ¢)

Aprobartarifasde matricula y costo de
cursos (inc. ch)
Aprobarplanesde estudio (inc.d)
Vigilar e inspeccionara las UP (inc. e)

Aplicarsancionesa las UP {inc. )

Funcionesdel Consejo

Directivo SUGESP
(Expediente 16 501, Art. 7)

Nombrar al superintendente (inc. a), normas de la
SUGESP {inc. h), susplanesy presupuestos(inc. i)

Aprobartodo lo relativoa la supervisiony
fiscalizacion de universidades privadas(inc. b, e, f,
j k Ly m)

Ordenar la suspension de actividadeso la

intervencion de universidades privadas(inc.cy d)

Funcionesdel Superintendente

SUGESP
(Expediente 16 501, Art. 14

RepresentaralaSUGESP (inc.a), y ejercer como
maximo jerarca(inc. i)

Ejecutaracuerdo delConsejo Directivo (inc. b)
ProponeralConse jo Directivo las normas que
estime convenientes(inc.cyl)

Disponer lainspeccionesde las entidades
supervisadas(inc. d) ydictar medidas correctivas

o precautorias(inc. e y ) (arts. 37, 38, 39, 40, 41,
42,43, 44, 45 y 46)

Solicitar al Consejo Dire ctivo intervencion de
entidades(inc. g)e informarlo sobre transgresion
alas leyes por parte de supervisados(inc. h)

Ordenarsuspensionde publicidad erroneao
engafiosa(inc. j)





image08.png
Integracion del CONESUP Consejo Directivo SUGESP
{Ley 6693, Art. 1) {Expediente 16 501, Art. 7)

Ministro de Educacién {Preside) Ministro de Educacidn o su
representante
Representante de CONARE* Representante de CONARE

Representante de universidades Representante delcuerpoacadémico
privadas® docente de las universidades privadas
Representante de la Oficina de
Planificacién Nacional
Representante de Colegios Representante de laFederacidn de
Profesionales Universitarios Colegios Profesionales
*Requisito: Haber servidoal menos - B
« . X - Ministro de Economiao su
S5afios en una catedra universitaria
representante
Representante de la comunidad
estudiantiluniversitaria privada

Representante de las cdmaras
empresariales

Requisito: Contar con titulo
profesional (salvo el estudiante). Los
afecta la Ley Contra el
Enriquecimientollicito.




image07.png
Funcionesdel CONESUP
(Ley 6693, Art. 3)

Autorizar creacion de universidades
privadas{UP) (inc. a)
Aprobarestatutosy re glamentos
académicos de las UP {inc. b)
Autorizarescue lasy carreras, segln
estudio de OPES (inc. ¢)

Aprobartarifasde matricula y costo de
cursos (inc. ch)
Aprobarplanesde estudio (inc.d)
Vigilar e inspeccionara las UP (inc. e)

Aplicarsancionesa las UP {inc. )

Funcionesdel Consejo

Directivo SUGESP
(Expediente 16 501, Art. 7)

Nombrar al superintendente (inc. a), normas de la
SUGESP {inc. h), susplanesy presupuestos(inc. i)

Aprobartodo lo relativoa la supervisiony
fiscalizacion de universidades privadas(inc. b, e, f,
j k Ly m)

Ordenar la suspension de actividadeso la

intervencion de universidades privadas(inc.cy d)

Funcionesdel Superintendente

SUGESP
(Expediente 16 501, Art. 14

RepresentaralaSUGESP (inc.a), y ejercer como
maximo jerarca(inc. i)

Ejecutaracuerdo delConsejo Directivo (inc. b)
ProponeralConse jo Directivo las normas que
estime convenientes(inc.cyl)

Disponer lainspeccionesde las entidades
supervisadas(inc. d) ydictar medidas correctivas

o precautorias(inc. e y ) (arts. 37, 38, 39, 40, 41,
42,43, 44, 45 y 46)

Solicitar al Consejo Dire ctivo intervencion de
entidades(inc. g)e informarlo sobre transgresion
alas leyes por parte de supervisados(inc. h)

Ordenarsuspensionde publicidad erroneao
engafiosa(inc. j)





image01.png




image14.png
400,0000
300,0000
200,0000
100,000.0

Presupuesto Modificado
Al30 de junio del 2008

00
-100,0000
-200,000.0
-300,000.0
-400,000.0
-500,000.0
-600,000.0
-700,000.0

Remureraciones

Senvicios

Materidesy | Interesesy Activos Bieres
Suriistios | Comisones | Fiarcieios | Duraderos

Trarsferercias
Corrientes

Anortizacion

Cuentas
Especiales

¥ Modificacion
Interna N°2

-567699 4

1922651

1BO1S 2718818

2474529

5000.0

21291.0

0 Modificacién
Interna N°L

00

52039

29388 00 00 2051

12500

-10000

00





image03.png




image16.png
PRESUPUESTO ASIGNADO VRS EGRESOS POR PROGRAMA
AL 30/06/2008

9,000,0000+
8000,0000+
7,000,0000
6,000,0000
5,000,000.0
4,000,000.0+
3,000,0000
2,000,0000
1000,000.0

00
PROGRAMA | PROGRAMA | PROGRAMA | PROGRAMA PROGRAMA
1 2 3 4 5
B TOTALPRESWPLESTO | 6H05045 87210890 2423325 | 23372834 27338632
OTOTAL DE EGRESOS 32665096 | 40727086 1204,0082 759,686.6 12935839
A UNIO 2008

MILES DE COLONES





image18.png




image13.png




image12.png




